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Presentación

  VII

L 

   a Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través del Centro 

de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes, con el 

objeto de contribuir a la gestión del conocimiento jurídico a partir de la difu­

sión de su actividad jurisdiccional y, consecuentemente, estimular la reali­

zación de estudios e investigaciones apoyados en sus acervos archivístico 

judicial, bibliohemerográfico y legislativo, se complace en poner a dispo­

sición del público una selecta muestra del extenso patrimonio documen­

tal que resguarda.

Consciente de que hoy en día no es suficiente la administración de 

los documentos, y de que la gestión de la información aún deja abierta 

una amplia gama de opciones para que se pueda apreciar el valor intrín­

seco de aquellos documentos hasta convertirlo en un conocimiento 

explícito, ha venido conformando una serie de catálogos temáticos 

que permiten identificar el acontecer jurídico de nuestro país desde la 

perspectiva legislativa, doctrinaria y judicial, al tiempo que constituyen 

una útil herramienta de consulta y un medio oportuno para apreciar su 

riqueza.

A ello se suma, como beneficio recíproco, que se trata de un recurso 

adicional para que la sociedad explore, se adentre y conozca la actividad 

jurisdiccional con la apertura y transparencia que hace patente el com­

promiso social de este Tribunal Constitucional.

Este documento forma parte de una colección de catálogos que 

constituyen recopilaciones preliminares, temáticamente estructuradas, 

y con miras a la elaboración de proyectos en que tales acervos puedan ser 

insumo esencial.
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Es así como la Suprema Corte de Justicia de la Nación integra, en 

esta ocasión, un conjunto de referencias documentales en torno a la sus­

pensión en la controversia constitucional, con el objeto de profundizar en 

la comprensión del actual acontecer jurídico; al tiempo que da testimonio 

de los valores en que se sustenta el diario quehacer de la administración de 

justicia, en respuesta a la responsabilidad social asumida.

Comité de Archivo, Biblioteca e 
Informática

Comité de Publicaciones, 
Comunicación Social, Difusión y 

Relaciones Institucionales
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Prefacio

E 

  l patrimonio documental que administra, guarda y custodia la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación constituye una muestra de la rica 

cultura jurídica resultante de la propia actividad jurisdiccional, del inge­

nio de los estudiosos del derecho, así como de la actividad creadora de los 

órganos legislativos.

Sin embargo, para poder conocer, aprovechar y valorar la riqueza de 

dicho acervo es necesario diseñar mecanismos que posibiliten o contri­

buyan a que ese cúmulo de información, inscrita en los más de cientos de 

miles de documentos resguardados por este Alto Tribunal, se transforme 

en conocimiento.

En virtud de ello, se han diseñado y puesto a disposición diversas 

herramientas, que permiten a los usuarios, identificar aquellos documen­

tos que respondan a sus necesidades de información, como los bancos o 

bases de datos en que se recopilan de forma ordenada los elementos 

distintivos de aquéllos, con miras a su recuperación ágil y pertinente.

En este tenor de ideas, y conscientes de que la demanda de infor­

mación puede satisfacerse tanto por un esquema de servicios de atención 

personalizada como por una serie de servicios a distancia consistentes en 

bases de datos en línea de consulta pública, atención vía correo electróni­

co o publicación de documentos en formato digital, se han implementado 

diversos recursos para sistematizar, dar a conocer y poner a disposición 

de los usuarios el patrimonio cultural en custodia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación.
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Entre tales opciones se encuentran los catálogos temáticos en línea 

disponibles a través del Recurso jurídico denominado "Sistema bibliote­

cario-Biblioteca digital" dentro del Portal Web de este Alto Tribunal, en 

los cuales se describen ordenadamente los datos de identificación de 

aquellos documentos que relacionados entre sí, dan cuenta de su conteni­

do en razón de un asunto o materia, bien sea expedientes judiciales, libros 

o revistas especializados y ordenamientos. 

Así, el presente catálogo ha sido elaborado con la finalidad de difun­

dir el acervo y dar a conocer la diversidad de información jurídica-docu­

mental con que cuenta el Tribunal Constitucional de México, a través de 

una sencilla pero relevante muestra a disposición de juristas, investigado­

res, estudiantes de derecho y público en general.

A fin de presentar un esquema que nos permita identificar los 

aspectos sustanciales, así como el acontecer histórico, jurídico y social de 

la suspensión en la controversia constitucional en un espacio y tiempo 

determinados, se utilizaron los siguientes métodos:

•	 Histórico. Permitió esbozar una semblanza cronológica basada en 

el análisis, a través del tiempo, de la suspensión en la controversia 

constitucional, y por el cual conocemos la transformación jurídica 

de tan importante figura.

•	 Analítico. Se aplicó para separar la información recabada sobre el 

tema y clasificarla en orden jerárquico, acorde con las características 

del grupo documental al que pertenecen, a fin de organizar el sopor­

te archivístico, normativo y doctrinal identificado. 

•	 Fenomenológico. Bajo este método se analizaron y describieron 

los elementos esenciales de la figura de la suspensión en la contro­

versia constitucional, quedando reflejados a través de los diversos 

asuntos prácticos que se muestran.

•	 Inductivo. Permitió de forma genérica llevar a cabo la selección de 

los expedientes judiciales, mediante la recopilación de información 

acorde con la concesión o negación de la suspensión dentro de las 

controversias constitucionales.

•	 Descriptivo. Mostró las características, propiedades y rasgos esen­

ciales de la figura de la suspensión en la controversia constitucional, 
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y delineo situaciones o acontecimientos, reflejados en las fichas ca­

talográficas, que brindan una visión general del tema.

•	 Sistemático. A fin de dar orden y cronología a los expedientes; 

alfabético para la bibliohemerografía y jerárquico por lo que hace a 

la legislación.

Aunado a lo anterior, se utilizó una técnica de índole documental, 

como lo es la búsqueda de información en fuentes bibliográficas, heme­

rográficas, archivísticas, legislativas y de jurisprudencia.

Respecto al tema central de este catálogo, es importante destacar 

que en nuestra Ley Fundamental a través de la reforma constitucional 

publicada el 31 de diciembre de 1994 y la consecuente promulgación de 

la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Cons­

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se perfecciona el siste­

ma de garantías mediante la controversia constitucional, concibiendo a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación como el órgano determinante de 

la validez del actuar de las autoridades, ya sean éstas de carácter federal, 

estatal o municipal, convirtiendo a la Suprema Corte de Justicia en el 

órgano máximo de control de la constitucionalidad y legalidad de las 

normas generales y de los actos sujetos a competencia, al revisar la regu­

laridad constitucional de las normas dictadas por los Poderes públicos.

La suspensión, como medida cautelar prevista en el título II de la 

Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitu­

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, trata uno de los aspectos 

torales sobre el cual gira la eficacia de las controversias constitucionales. 

En este trabajo, se considera que los expedientes seleccionados son repre­

sentativos de los casos en que la medida suspensiva se concede o se niega 

a fin de conservar la materia de la controversia, así como de aquellos en 

que se hace una valoración de la naturaleza de los actos para determinar 

si éstos son susceptibles de suspenderse o no, puesto que podrían poner en 

riesgo las instituciones fundamentales del orden jurídico mexicano.

Por tanto, al desarrollar esta investigación nos enfocamos en los expe­

dientes que integran la serie controversias constitucionales posteriores a 

la citada reforma constitucional de 1994, es decir, de 1995 hasta 2008, perio­

do conformado por 1,391 expedientes, de los cuales se revisaron 417, que 

representan el 30% del total. De éstos se tomaron en cuenta primordial­

mente aquellos en los que se interpuso el incidente de suspensión, para 

elegir los casos representativos de las decisiones del Alto Tribunal ante las 
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distintas modalidades en que puede conceder o negar la suspensión en la 

controversia constitucional, puesto que de la valoración de la naturaleza 

de los actos se determina su condición suspensiva; lo que refleja un total de 

49 expedientes que integran esta obra catalográfica. 

En el ámbito de la bibliografía y hemerografía, se consideraron dos 

apartados jurídicos: el derecho constitucional y el procesal constitucional, 

que en el ámbito doctrinario nos llevan a comprender desde una pers­

pectiva teórica las características, circunstancias y naturaleza jurídica de la 

suspensión. Ahora bien, la legislación se sujeta única y exclusivamente a 

aquellos instrumentos normativos íntimamente relacionados con la sus­

pensión en la controversia constitucional.

Lo anterior, se expone en las fichas que se incluyen y contemplan da­

tos acordes al tipo de acervo a que pertenecen los documentos recopilados:

•	 Expedientes judiciales. Se detallan asuntos judiciales que resultan 

del ejercicio jurisprudencial, y se ofrece un resumen de éstos, que 

incluye datos descriptivos y representativos del contenido del expe­

diente, a través de los cuales el lector puede precisar si es de interés 

su consulta e, incluso permiten acceder y ubicarlo con agilidad y sen­

cillez; al efecto se brindan los elementos que dan referencia sobre el 

tema que se trata. A éstos se les asignaron los siguientes datos de 

identificación:

Contenido	 Controversia constitucional interpuesta por el 

Municipio de Ocotepec, Estado de Chiapas, 

contra el Congreso de la Unión y otras auto­

ridades, por la que se solicita la invalidez del 

decreto en virtud del cual se ordenó la promul­

gación y publicación de las reformas constitucio­

nales en materia de derechos y cultura indígena, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

14 de agosto de 2001; por violar los artículos 1o., 

4o., 14, 16, 115, fracciones I, II, segundo y tercer 

párrafos, III inciso i), y V incisos a), b) y c); 133 y 

135, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos.

	 SUSPENSIÓN: El 29 de agosto de 2001 se negó 

la suspensión por tratarse de la vigencia y aplica­

ción de una norma de carácter general.
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SENTENCIA: Se resuelve que es improcedente 

la controversia constitucional promovida. Así lo 

ha determinado el Pleno, por tratarse del proce­

dimiento de reformas y adiciones a la Constitu­

ción, acorde con lo establecido en el artículo 135 

del citado ordenamiento federal, ya que el artícu­

lo 105 de la misma normativa no prevé entre los 

sujetos legitimados que pueden ser parte en una 

controversia constitucional, al órgano reformador 

que lleva a cabo el procedimiento, ni tampoco los 

actos que realiza, por lo que no pueden ser revisa­

dos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Datos de ubicación	 Fondo: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Sección: Pleno.

Serie: Controversia constitucional.

Periodo de	 Fecha de iniciación: 29/agosto/2001.

suscripción	 Fecha de resolución: 6/septiembre/2002.

Referencia	 No. Exp.: 34/2001  

electrónica

•	 Legislación. Se recopila la normativa relacionada con el tema cen­

tral del catálogo; aquélla puede ser de índole administrativa, federal 

o local, y que permite identificar su regulación en el ámbito jurídico 

mexicano, dicha normativa se detalla de la siguiente forma:

Nombre	 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 

Artículo 105 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos

Fecha de	 11 de mayo de 1995.

publicación

Datos de	 Diario Oficial de la Federación, no. 15, tomo DXVIII.

ubicación	 Fuente: Cuadernillo 	 K033 

			   530.LRFII 

			   11/05/1995.

Referencia	 Vínculo: http://www2.scjn.gob.mx/Leyes/Archivos 

electrónica 	 Leyes/8654TEXTO%20ORIGINAL.doc 
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•	 Bibliografía: Las referencias documentales con las que se identifica 

el contenido doctrinario alusivo se han esquematizado en fichas bi­

bliohemerográficas, con los siguientes datos:

Nombre del autor	 GÓNGORA PIMENTEL, Genaro David, "La

y de la obra	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, como 

árbitro nacional, a diez años de la reforma consti­

tucional".

Datos de edición	 Reforma Judicial, núm. 7, ene.-jun. de 2006, pp. 

27-45.

Datos de ubicación	 Número de registro 000214627

Al margen de los documentos citados en el presente catálogo, se 

invita al lector a consultar, a través de los módulos de transparencia y 

acceso a la información de este Alto Tribunal, los expedientes judiciales 

resguardados, así como a visitar la página electrónica de Acceso Público 

en Línea del Sistema Bibliotecario, http://sistemabibliotecario.scjn.

gob.mx y a consultar desde Internet la compilación legislativa que rea­

liza la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en apoyo a las funciones 

jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, mediante el vínculo 

http://www.scjn.gob.mx/PortalSCJN/RecJur/Legislacion/Legislacion.

htm, propio al portal de este Tribunal Constitucional.

De esta manera, se pretende ejemplificar la riqueza histórico-jurídica 

del patrimonio documental que resguarda este Alto Tribunal, del cual el 

archivo judicial a cargo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se 

conforma por más de siete millones de expedientes de Tribunales Colegia­

dos de Circuito, Tribunales Unitarios de Circuito, Juzgados de Distrito y del 

propio Alto Tribunal. El Sistema Bibliotecario cuenta más de 1,100,000 vo­

lúmenes. Tan sólo su Biblioteca Central resguarda alrededor de 81,000 

libros, y el acervo normativo reúne más de 10,000 ordenamientos sistema­

tizados, con texto completo, además de colecciones del Diario Oficial de la 

Federación y periódicos oficiales locales de 1917 a la fecha, gacetas oficiales 

del Distrito Federal de 1954 a la fecha, así como otras de carácter histórico, 

como la Recopilación legislativa de 1873 a 1899, la Recopilación de leyes de 

Dublán y Lozano de 1687 a 1912, y leyes y decretos de 1844 a 1897.

Dirección General del Centro de Documentación y
Análisis, Archivos y Compilación de Leyes.

Investigación Jurídico-Documental
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Recursos didácticos
D erecho procesal constitucional

Medios de control jurisdiccional de la constitucionalidad
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Breve estudio 
introductorio

A     fin de introducir al público usuario en este valioso acervo 

documental bajo el resguardo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

nos hemos dado a la tarea de elegir algunos temas que permitan des­

tacar no sólo la riqueza jurídico-histórica del mismo, sino el cúmulo de 

información y testimonios a los que se puede tener acceso a través 

de cada documento, obra o expediente que conforman nuestro patrimo­

nio jurídico. 

En esta ocasión, haremos el esquema de tan importante medio de 

control, como lo es la controversia constitucional, que si bien no es una 

figura novedosa en el ámbito jurídico, ha cobrado gran relevancia a partir 

de la reforma publicada el 31 de diciembre de 1994, toda vez que amplió 

el catálogo de partes que pueden interponer este medio de control cons­

titucional, además de conceder amplias facultades constitucionales al Su­

premo Tribunal para decidir sobre conflictos entre los diferentes actores 

políticos de la actividad pública. 

S emblanza histórica

El devenir histórico de la controversia constitucional a través de las leyes 

fundamentales de nuestra Nación, inicia en 1857 en la Constitución jura­

da por el Congreso General Constituyente el 5 de febrero de ese año, en 

cuyo artículo 97 se establece la competencia de los Tribunales de la Fede­

ración para conocer de las controversias que se suscitaran entre dos o más 

Estados. 
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Artículo 97. Corresponde a los Tribunales de la Federación conocer: 

...

IV. De las que se susciten entre dos o más Estados. 

V. De las que se susciten entre un Estado y uno o más vecinos de 

otro. 

...

Por otro lado, el artículo 98 del propio ordenamiento, fijó la compe­

tencia de la Suprema Corte de Justicia para conocer en primera instancia, 

de las controversias que se suscitaran entre un Estado y otro, y de aquellas 

en que la Unión fuera parte,1 siendo éste más bien un tipo de control legal, 

es decir, el Supremo Tribunal conocería de los conflictos entre los Estados, 

para finalmente resolver conforme a derecho quién tenía la razón.

Artículo 98. Corresponde a la Suprema Corte de Justicia desde la 

primera instancia, el conocimiento de las controversias que se sus­

citen de un Estado con otro, y de aquellas en que la Unión fuere 

parte. 

Artículo 99. Corresponde también a la Suprema Corte de Justicia 

dirimir las competencias que se susciten entre los Tribunales de la 

Federación, entre éstos y los de los Estados, o entre los de un Estado 

y los de otro.

Años más tarde, en la Carta Magna de 1917, se dispuso el cono­

cimiento de la controversia en el artículo 105, con modificaciones im­

portantes, reservando exclusivamente a la Suprema Corte de Justicia la 

facultad para conocer de los posibles conflictos entre dos o más Estados, 

entre los Poderes de un mismo Estado sobre la constitucionalidad de sus 

actos, y de los conflictos entre la Federación y uno o más Estados; en este 

contexto, al establecer "sobre la constitucionalidad de sus actos", definió 

a la controversia como un instrumento de control constitucional del exclu­

sivo conocimiento del Alto Tribunal.

Artículo 105. Corresponde sólo a la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, conocer de las controversias que se susciten entre dos o 

más Estados, entre los Poderes de un mismo Estado sobre la consti­

tucionalidad de sus actos, y de los conflictos entre la Federación y 

1	 Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, 5 de febrero de 1857. Véase 
ficha 51.
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uno o más Estados, así como de aquellas en que la Federación fuese 

parte.2

Además de lo anterior, por primera vez se dispuso a la controversia 

como un medio de control por conflictos entre Poderes, aunque remitién­

dose únicamente al ámbito local; sin embargo, la gran deficiencia de esta 

importante figura fue adolecer de una ley reglamentaria, lo que se vio 

reflejado en el reducido uso que de ella se hizo, ya que de 1917 a 1994 se 

interpusieron tan sólo 57 controversias.

Por otra parte, tendríamos que revisar las reformas que implicaron 

algún cambio importante para la controversia constitucional: 

2	 Véase ficha 50.

Reforma del 

25 de octubre 

de 1967

Artículo 105. Corresponde sólo a la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación conocer de las con­

troversias que se susciten entre dos o más Esta­

dos, entre los Poderes de un mismo Estado sobre 

la constitucionalidad de sus actos y de los con­

flictos entre la Federación y uno o más Estados, 

así como de aquellas en que la Federación sea 

parte en los casos que establezca la ley.

Reforma del 

25 de octubre 

de 1993

Artículo 105. Corresponde sólo a la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación conocer de las con­

troversias que se susciten entre dos o más 

Estados; entre uno o más Estados y el Distrito 

Federal; entre los Poderes de un mismo Estado 

y entre órganos de gobierno del Distrito Fede­

ral, sobre la constitucionalidad de sus actos y 

de los conflictos entre la Federación y uno o más 

Estados, así como de aquéllas en que la Fede­

ración sea parte en los casos que establezca la 

Ley.

No fue sino hasta el 31 de diciembre de 1994, cuando surgió la re­

forma más importante al artículo 105, que establece en su fracción primera 

un nuevo catálogo de los tres niveles de Gobierno entre los que pudie­

ra existir una controversia:
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Art. 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en 

los términos que señale la Ley Reglamentaria, de los asuntos si­

guientes: 

I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las 

que se refieran a la materia electoral y a lo establecido en el artícu­

lo 46 de esta Constitución, se susciten entre: 

a). La Federación y un Estado o el Distrito Federal; 

b). La Federación y un municipio; 

c). El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cual­

quiera de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión Per­

manente, sean como órganos federales o del Distrito Federal; 

d). Un Estado y otro; 

e). Un Estado y el Distrito Federal; 

f). El Distrito Federal y un municipio; 

g). Dos municipios de diversos Estados; 

h). Dos Poderes de un mismo Estado, sobre la constituciona­

lidad de sus actos o disposiciones generales;

i). Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionali­

dad de sus actos o disposiciones generales; 

j). Un Estado y un municipio de otro Estado, sobre la constitu­

cionalidad de sus actos o disposiciones generales; y 

k). Dos órganos de Gobierno del Distrito Federal, sobre la cons­

titucionalidad de sus actos o disposiciones generales. 

…

Lo que podríamos esquematizar como sigue:

Federación vs •	 un Estado 

•	 el Distrito Federal

•	 un municipio

Estado vs •	 otro Estado

•	 el Distrito Federal

•	 uno de sus municipios

•	 un municipio de otro Estado

Distrito Federal vs	 •	 un municipio

Municipio vs	 •	 otro municipio de diverso Estado 

Poder Ejecutivo vs •	 el Congreso de la Unión (cualquiera de 

las Cámaras o la Comisión Permanente)

•	 la Asamblea Legislativa 
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En los casos en que las controversias versen sobre disposiciones 

generales de los Estados o de los municipios impugnadas por la Federa­

ción; de los municipios impugnadas por los Estados, o bajo los últimos 

tres supuestos del esquema anterior, y la Suprema Corte de Justicia las 

declare inválidas, ésta tendrá efectos generales, siempre que hubiera sido 

aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos; en los demás 

casos, las resoluciones del Alto Tribunal tendrán efectos únicamente res­

pecto de las partes en la controversia.

Es importante destacar que en la exposición de motivos de esta refor­

ma se externó el propósito de fortalecer al Poder Judicial de la Federación 

a fin de consolidar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación como Tri­

bunal Constitucional, por lo que se le otorgó amplia competencia para 

emitir declaraciones sobre la constitucionalidad de leyes con efectos 

generales, para dirimir controversias entre los tres niveles de Gobierno y 

para fungir como garante del federalismo.3

Uno de los grandes avances de esta reforma fue la integración del 

municipio para poder acceder a la controversia constitucional. Un prece­

dente importante para ello fue el criterio del Alto Tribunal al resolver el 

amparo en revisión 4512/90, en cuya sentencia señaló que: 

... al constituir en la actualidad el Municipio, uno de los Poderes del 

Estado, por tener facultad de gobierno y de imperio, no está legiti­

mado para promover el juicio de amparo actuando como tal, contra 

actos de los demás Poderes del propio Estado que menoscaban sus 

prerrogativas constitucionales lesionando sus intereses, como ante­

cede en el caso a estudio, pues para ello el artículo 105 de la Carta 

Magna establece la controversia constitucional como medio espe­

cial para dirimir tal conflicto.

Finalmente, derivado de esta reforma constitucional, el 11 de mayo 

de 1995 entró en vigor la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 

3	 Exposición de motivos de la reforma del 31 de diciembre de 1994, http://www2.scjn.
gob.mx/leyes/Default.htm. Véase ficha 50.

Poder de un Estado vs	 •	 el Poder de otro Estado

Órgano de Gobierno 

del Distrito Federal vs

•	 otro Órgano de Gobierno del Dis­

trito Federal
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Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

la cual fijó las reglas para conocer y resolver, con base en las disposi­

ciones de su título I, las controversias constitucionales y las acciones de 

inconstitucionalidad.4

Así es como la controversia constitucional nace a la vida jurídica 

para resolver los conflictos entre los diferentes Poderes u órganos de los 

tres niveles de Gobierno, y cuya resolución corresponde de manera direc­

ta y exclusiva al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

D efinición, características y sustanciación  

de la controversia constitucional

Con la idea de plantear un concepto sobre lo que son las controversias cons­

titucionales, acudimos a la descripción que de ellas hace el que fuera 

Ministro de la Suprema Corte de Justicia, Juventino Castro y Castro:

... son procedimientos planteados en forma de juicio ante la Supre­

ma Corte de Justicia de la Nación accionables por la Federación, los 

Estados, el Distrito Federal o cuerpos de carácter municipal y que 

tienen por objeto solicitar la validación de las normas generales o de 

actos no legislativos de otros entes oficiales o bien reclamando la 

resolución de diferencias contenciosas sobre límites de los Estados; 

con objeto de que se decrete la legal vigencia o invalidez de la nor­

ma o actos impugnados, o el arreglo de los límites entre Estados que 

disienten.5

La controversia constitucional es un juicio que se promueve ante el 

Supremo Tribunal por conflictos entre Poderes o niveles de Gobierno, por 

invasión de esferas de competencia en contravención a la Constitución,6 

es necesario hacer mención del procedimiento para la interposición de la 

misma, comenzando por las partes que intervienen en ella y la forma de 

acreditar su representación legal, según lo establece la Ley Reglamentaria 

de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.

4	 Artículo 1o. de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del Artículo 105 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Véase ficha 52.
5	 Castro y Castro, Juventino, El Artículo 105 Constitucional, 4a. ed., México, Porrúa, 2001, 
pp. 61 y 62.
6	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, ¿Qué es el Poder Judicial de la Federación?, 4a. ed., 
lus., México, Dirección General de la Coordinación de Compilación y Sistematización de 
Tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, p. 48. Véase ficha 60.
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Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias cons­

titucionales:

Fracción I

•	 Actor, entidad, Poder u órgano que promueva la controversia

Fracción II

•	 Demandado, entidad, Poder u órgano que hubiere emitido y pro­

mulgado la norma general o pronunciado el acto que sea objeto 

de la controversia

Fracción III

•	 Tercero o terceros interesados, entidades, Poderes u órganos 

a que se refiere la fracción I del artículo 105 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, que sin tener el carác­

ter de actores o demandados, pudieran resultar afectados por la 

sentencia que llegare a dictarse

Fracción IV

•	 Procurador General de la República.

Artículo 11. 

•	 El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado debe­

rán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, 

en términos de las normas que los rigen, estén facultados para 

representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparez­

ca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capa­

cidad para hacerlo, salvo prueba en contrario.

•	 En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna 

forma diversa de representación a la prevista en el párrafo ante­

rior; sin embargo, por medio de oficio podrán acreditarse delega­

dos para que hagan promociones, concurran a las audiencias y 

en ellas rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los inci­

dentes y recursos previstos en esta ley.

•	 El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos será representa­

do por el secretario de Estado, por el jefe del departamento ad­

ministrativo o por el Consejero Jurídico del Gobierno, conforme 

lo determine el propio Presidente, y considerando para tales 
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efectos las competencias establecidas en la ley. El acreditamien­

to de la personalidad de estos servidores públicos y su suplencia 

se harán en los términos previstos en las leyes o reglamentos 

interiores que correspondan. 

En cuanto a los términos para la interposición de la demanda, la Ley 

Reglamentaria los establece en los artículos 3 y 21, para lo que se conta­

rán sólo días hábiles, además de que no corren términos en periodos de 

receso ni de suspensión de labores de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. Los plazos para interponer la demanda serán:

I. Tratándose de actos, de treinta días contados a partir del día si­

guiente al en que conforme a la ley del propio acto surta efectos la 

notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se 

haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el 

actor se ostente sabedor de los mismos;

II. Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir 

del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente al 

en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé 

lugar a la controversia, y

III. Tratándose de los conflictos de límites distintos de los previstos en 

el artículo 73, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, de sesenta días contados a partir de la entrada en 

vigor de la norma general o de la realización del acto que los origine.

Los requisitos para la presentación del escrito de demanda, según lo 

señala el artículo 22 de la Ley Reglamentaria son: 

•	 La entidad, Poder u órgano actor, domicilio y nombre y cargo del fun­

cionario representante;

•	 Entidad, Poder u órgano demandado, y su domicilio;

•	 Entidades, Poderes u órganos terceros interesados, si los hubiere, y 

sus domicilios;

•	 Norma general o actos cuya invalidez se demande y medio oficial en 

que se publicó;

•	 Preceptos constitucionales que se estimen violados;

•	 Manifestación de los hechos o abstenciones que le consten al actor y 

que constituyan los antecedentes de la norma o acto cuya invalidez se 

demande; y

•	 Los conceptos de invalidez.
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El procedimiento para su sustanciación ante la Suprema Corte de 

Justicia es como sigue:

1.	 Interposición de la demanda en la Ofici­

na de Certificación y Correspondencia 

de la SCJN. (ésta la remite a la Subsecre­

taría General de Acuerdos).

2.	 El Ministro Presidente mediante acuer­

do lo envía al Ministro instructor que 

corresponda conforme al turno que dé la 

Subsecretaría General de Acuerdos. 

3.	 El Ministro instructor revisa que la de­

manda de controversia no sea obscura o 

irregular, previniendo al demandante, si 

es el caso, para que en un plazo de cinco 

días la aclare. 

El artículo 19 de la Ley Reglamentaria prevé:

Causas de improcedencia

I.	 Decisiones de la Suprema Corte de Justi­

cia de la Nación;

II.	 Normas generales o actos en materia 

electoral;

III.	 Normas generales o actos materia de una 

controversia pendiente de resolver;

IV.	 Normas generales o actos materia de una 

ejecutoria dictada en otra controversia;

V.	 Cuando hayan cesado los efectos de la 

norma o acto;

VI.	 Cuando no se haya agotado la vía previs­

ta para la solución del conflicto;

VII.	 Cuando la demanda se presentare fuera 

de plazo; y

VIII.	 En los demás casos en que la improce­

dencia resulte de alguna disposición de la 

propia ley.

•	 Durante este plazo 

la demandada pue­

de reconvenir a la 

actora.

•	 La actora puede am­

pliar la demanda.

•	 Existe la suplencia 

de la queja.

•	 Admitida la deman­

da, se emplaza a la 

demandada para 

que conteste den­

tro del término de 

30 días.
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Causas de sobreseimiento

I.	 Por desistimiento expreso, excepto tratán­

dose de normas generales; 

II.	 Por causas de improcedencia;

III.	 Cuando se demuestre que no existe nor­

ma o acto materia de la controversia; y

IV.	 Cuando por convenio entre las partes, 

haya dejado de existir el acto materia de 

la controversia.

4.	 Se señala fecha para la audiencia de 

ofrecimiento y desahogo de pruebas a 

verificarse dentro de los 30 días siguien­

tes de haber transcurrido el plazo de 

contestación de la demanda.

Algunas reglas en cuanto a las pruebas son las 

siguientes:

•	 El término puede ampliarse si la impor­

tancia lo amerita.

•	 Las partes podrán ofrecer todo tipo de 

pruebas, excepto la de posiciones y las 

contrarias a derecho.

•	 El Ministro instructor las valora y dese­

cha las que no guarden relación con la 

controversia o no influyan en la sen­

tencia; podrá decretar pruebas para me­

jor proveer.

•	 Todas las prueban se ofrecen en esta 

audiencia, excepto la documental que 

puede ofrecerse antes; las pruebas testi­

monial, pericial y de inspección ocular 

deberán anunciarse diez días antes de la 

fecha de la audiencia.

•	 Las audiencias se celebrarán con o sin la 

asistencia de las partes o sus represen­

tantes legales.

•	 Una vez abierta, se procede a recibir por 

su orden las pruebas y alegatos por es­

crito de las partes; el Ministro instructor 

•	 Inicia la etapa de 

instrucción regula­

da en los artículos 

24 al 38 de la Ley 

Reglamentaria.
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podrá requerir a las partes para que 

proporcionen informes o aclaraciones 

que estime necesarios.

5.	 El Ministro instructor somete el proyecto 

ante el Pleno, como lo establece el artícu­

lo 36 de la Ley Reglamentaria.

	 Conforme al artículo 7 de la Ley Orgáni­

ca del Poder Judicial de la Federación, en 

los casos previstos en el penúltimo pá­

rrafo de la fracción I del artículo 105 

constitucional, las decisiones podrán ser 

aprobadas por mayoría de cuando me­

nos ocho votos; en caso de empate, el 

asunto se resolverá en la siguiente sesión, 

si tampoco se obtiene mayoría, se dese­

chará el proyecto y el Presidente desig­

nará a otro Ministro para que elabore un 

nuevo proyecto. Si persiste el empate, el 

Ministro Presidente tendrá voto de cali­

dad. Cuando un Ministro disintiera de 

la mayoría, podrá formular un voto 

particular.

6.	 La Ley Reglamentaria de la materia es­

tablece en sus artículos 39 al 45, entre 

otras cosas, que al dictar la sentencia, la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

debe corregir los errores que advierta en 

la cita de los preceptos invocados, exa­

minar en su conjunto los razonamientos 

de las partes a fin de resolver la cuestión 

efectivamente planteada, en todos los 

casos suplir la deficiencia de la deman­

da, contestación, alegatos o agravios. 

El Ministro Presidente ordenará notifi­

car a las partes y mandará publicar la 

sentencia íntegramente en el Semanario 

Judicial de la Federación, junto con los vo­

tos particulares que se hayan formulado.

 

•	 Las sentencias sólo 

pueden declarar la 

invalidez de las nor­

mas impugnadas si 

son aprobadas por 

cuando menos ocho 

votos.

•	 La declaración de 

invalidez no tendrá 

efectos retroactivos, 

salvo en materia 

penal.

•	 Las razones conte­

nidas en los con­
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El artículo 41 de la Ley Reglamentaria de refe­

rencia establece que las sentencias deberán 

contener:

•	 La fijación breve y precisa de las normas 

generales o actos objeto de la contro­

versia;

•	 Los preceptos que la fundamenten;

•	 Las consideraciones que sustenten su 

sentido, así como los preceptos que en 

su caso se estimen violados;

•	 Los alcances y efectos de la sentencia, 

fijando con precisión, en su caso, los órga­

nos obligados a cumplirla, las normas 

generales o actos respecto de los cuales 

opere;

•	 Cuando declare la invalidez de una norma 

general, sus efectos deberán extenderse 

a todas aquellas normas cuya validez 

dependa de la propia invalidada; 

•	 Los puntos resolutivos que decreten el 

sobreseimiento, o declaren la validez o in­

validez de las normas generales o actos 

impugnados, y en su caso la absolución 

o condena respectivas, fijando el térmi­

no para el cumplimiento de las actuacio­

nes que se señalen;

•	 El término en el que la parte condenada 

deba realizar una actuación.

	

7	 Artículo 51 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Véase ficha 52 de este catálogo.

siderandos que 

funden los resolu­

tivos de la senten­

cia aprobada por 

cuando menos ocho 

votos tendrán obli­

gatoriedad de ju­

risprudencia.

•	 Contra los autos 

que pongan fin a la 

controversia pro­

cede interponer el 

recurso de reclama­

ción dentro de los 

siguientes cinco 

días.

La Ley Reglamentaria en su artículo 51 prevé el recurso de reclama­

ción en contra del auto que conceda o niegue la suspensión en los térmi­

nos siguientes:7

Artículo 51. El recurso de reclamación procederá en los siguientes 

casos:

...

IV. Contra los autos del Ministro instructor en que se otorgue, nie­

gue, modifique o revoque la suspensión

...
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De todo lo anterior se desprende que no obstante el cambio realiza­

do a la controversia constitucional en la Carta Magna de 1917, no es sino 

hasta 1994 cuando se fortaleció, principalmente por la promulgación de 

su Ley Reglamentaria respectiva, además porque se establecieron las ba­

ses generales para su tramitación, se amplió el catálogo de sujetos legiti­

mados para interponerla, se establecieron los supuestos de procedencia y 

los efectos que tendrían las sentencias dictadas por la Suprema Corte de 

Justicia en dicho procedimiento .

L a suspensión en la controversia constitucional

Con la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se crea el inci­

dente de suspensión en las controversias constitucionales, que se encuen­

tra regulado en los artículos 14 al 18. Según lo dispuesto en el artículo 14 

de la misma ley, al tratarse de controversias constitucionales, el Ministro 

instructor podrá conceder la suspensión del acto que las motive, ya sea de 

oficio o a petición de parte, hasta antes de que se dicte la sentencia 

definitiva. 

N aturaleza jurídica

La controversia constitucional es un procedimiento de control de la cons­

titucionalidad de actos y disposiciones generales que afecten las faculta­

des de cualquiera de las entidades, Poderes u órganos a que se refiere la 

fracción I del artículo 105 de la Constitución Federal, elevado a juicio ante 

el Alto Tribunal, así como para dirimir los conflictos sobre límites de los 

Estados; además de lo anterior, se deben considerar las causas de impro­

cedencia por las que se sobresee la controversia, ya sea porque impiden 

un pronunciamiento sobre el fondo del asunto de acuerdo con lo estable­

cido por el artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 

Artículo 105 Constitucional, o bien, por inexistencia de la norma o acto 

materia de la controversia. 

De esta forma, se atiende al criterio que la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ha sostenido acerca de que la suspensión tiene la misma 

naturaleza que las medidas cautelares, ya que como instrumento provi­

sional permite conservar la materia del litigio, y al ser una providencia 

tiende a evitar un grave e irreparable daño a las partes o a la sociedad, con 

motivo de la tramitación del juicio. 
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En este contexto, el Máximo Tribunal señala que la suspensión tiene 

dos objetos principales:8

1.	 Preservar la materia del juicio, asegurando provisionalmente la si­

tuación jurídica, derecho o interés de que se trate, para que en el caso 

de que la sentencia declare el derecho del actor, ésta pueda ser eje­

cutada eficaz e íntegramente; y

2.	 Prevenir el daño trascendente que pudiera ocurrir a las partes, y a la 

sociedad en general en tanto se resuelve el asunto principal.

En resumen, el incidente de suspensión, como medida cautelar en 

la controversia constitucional, tiene como finalidad conservar la materia 

del juicio principal a fin de que el órgano jurisdiccional esté en aptitud de 

pronunciarse respecto del fondo del asunto y obtener la ejecución de la 

resolución emitida. 

La suspensión, como medida cautelar, encuentra su fundamento en 

dos elementos sustanciales:9

•	 Apariencia del buen derecho. La cual se refiere a la credibilidad 

objetiva y seria que descarte una pretensión manifiesta, infundada, 

temeraria o cuestionable, que se logra a través de un conocimiento 

superficial, dirigido a lograr una decisión de mera probabilidad res­

pecto de la existencia del derecho discutido en el proceso, de modo 

que, según un cálculo de probabilidades, sea posible anticipar que 

en la sentencia definitiva se declarará la inconstitucionalidad del 

acto impugnado.

•	 Peligro en la demora. Consiste en la posible frustración de los de­

rechos del promovente, como consecuencia de la tardanza en dictar 

la resolución de fondo.

8	 SUSPENSIÓN EN CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. NATURALEZA Y CARAC­
TERÍSTICAS, Semanario Judicial de la Federación, XXI, junio 2005, Primera Sala, novena épo­
ca, p. 649. Recurso de reclamación 71/2005, derivado del incidente de suspensión de la 
controversia constitucional 106/2004, Véase ficha 43.
9	 Criterio sostenido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la juris­
prudencia 109/2004, Registro No. 180237, cuyo rubro es SUSPENSIÓN EN LAS CONTRO­
VERSIAS CONSTITUCIONALES, PARA RESOLVER SOBRE ELLAS ES FACTIBLE 
HACER UNA APRECIACIÓN ANTICIPADA DE CARÁCTER PROVISIONAL DE LA IN­
CONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO RECLAMADO (APARIENCIA DEL BUEN DERE­
CHO Y PELIGRO EN LA DEMORA), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo 
XX , octubre de 2004, p. 1849. Tesis dictada en el recurso de reclamación 229/2004, derivado 
del incidente de suspensión de la controversia constitucional 67/2004. Véase ficha 42.
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Dichos elementos se ejemplifican claramente en las resoluciones 

del Máximo Tribunal. En particular, nos referimos al caso suscitado en el 

municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, también conocido como 

"Cancún", que en 2004 fue objeto de diversas alteraciones sociales deri­

vadas de la grave crisis política que se vivía en dicho municipio, lo que 

propició que los trabajadores del Ayuntamiento estallaran en huelga, por 

el reclamo del pago de salarios y adeudos por cerca de siete millones de 

pesos. Los trabajadores intentaron tomar las instalaciones del Palacio 

Municipal, pero fueron repelidos con gases lacrimógenos, lo cual dejó un 

saldo de más de cincuenta lesionados. Paralelamente, los regidores renun­

ciaron a su cargo, lo que obligó a la Legislatura local a declarar la desapa­

rición de los Poderes en el municipio por el clima de ingobernabilidad 

que prevalecía; la creación de un consejo ciudadano; e iniciar juicio polí­

tico en contra del entonces presidente municipal.

En respuesta, el Ayuntamiento de Benito Juárez promovió contro­

versia constitucional ante la Suprema Corte de Justicia en contra de actos 

presuntamente inconstitucionales del gobernador de Quintana Roo, del 

Congreso local y de la Procuraduría de Justicia del Estado, y solicitó la 

suspensión de los actos reclamados. El Alto Tribunal, atendiendo a la na­

turaleza de los actos y al clima de inestabilidad que se vivía en el munici­

pio, consideró que no se causaba un daño mayor a la sociedad en relación 

con el beneficio que pudiera obtenerse; por lo tanto y, acorde a los prin­

cipios de apariencia del buen derecho y peligro en la demora, determinó 

suspender provisionalmente los actos hasta entonces no se resolviera el 

fondo de la controversia constitucional, y ordenó la inmediata liberación 

del presidente municipal, quien aún contaba con fuero constitucional; 

asimismo, desconoció al consejo municipal y ratificó la legítima autoridad 

del Ayuntamiento municipal.

S ujetos legitimados

Las partes legitimadas para promover la controversia constitucional según 

lo establece la fracción I del artículo 105 constitucional, que se detallan al 

inicio de la semblanza histórica de este trabajo son las siguientes: 

Art. 105 ...

I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las 

que se refieran a la materia electoral y a lo establecido en el artículo 

46 de esta Constitución, se susciten entre: 
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a). La Federación y un Estado o el Distrito Federal; 

b). La Federación y un Municipio; 

c). El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera 

de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión Permanente, sean 

como órganos federales o del Distrito Federal; 

d). Un Estado y otro; 

e). Un Estado y el Distrito Federal; 

f). El Distrito Federal y un Municipio; 

g). Dos Municipios de diversos Estados; 

h). Dos Poderes de un mismo Estado, sobre la constitucionalidad de 

sus actos o disposiciones generales;

i). Un Estado y uno de sus Municipios, sobre la constitucionalidad 

de sus actos o disposiciones generales; 

j). Un Estado y un Municipio de otro Estado, sobre la constituciona­

lidad de sus actos o disposiciones generales; y 

k). Dos órganos de Gobierno del Distrito Federal, sobre la constitu­

cionalidad de sus actos o disposiciones generales. 

...

Por lo que las partes que se enlistan a continuación, en congruencia 

con la fracción transcrita pueden interponer el incidente de suspensión a 

través de sus representantes legales.

•	 La Federación

‐	 Poder Ejecutivo Federal

‐	 Congreso de la Unión 

‐	 Cámara de Senadores

‐	 Cámara de Diputados

‐	 Comisión Permanente 

•	 Las entidades de la República

‐	 Gobernadores de los Estados

‐	 Cámara de Diputados local

‐	 Poderes Judiciales de los Estados

•	 Los Municipios

‐	 Presidente municipal

‐	 Regidores o síndicos de los Ayuntamientos

•	 El Distrito Federal

‐	 Jefe de Gobierno 

‐	 Asamblea de Representantes

‐	 Tribunal Superior de Justicia
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En alusión al tema de las partes que intervienen en la controversia 

constitucional, es importante subrayar lo que comenta el Ministro de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación José Ramón Cossío Díaz10 sobre 

la falta de precisión para poder identificar a quienes pueden intervenir en 

este tipo de litigios constitucionales, para lo cual hace una relación entre 

las posibilidades legales que de forma general señala el artículo 10 de la 

Ley Reglamentaria, con los diversos órganos jurídicos u órdenes norma­

tivos a que alude la fracción I del artículo 105 constitucional; asimismo, 

advierte que en ningún precepto de la Constitución ni de la Ley Regla­

mentaria se califica la naturaleza que debe tener la afectación hacia el 

orden u órgano, ni la calidad de interés que debe tener el actor, por lo que 

los criterios del Alto Tribunal han suplido dichas deficiencias.

En este sentido, el Ministro Cossío Díaz señala que el Alto Tribunal 

ha establecido que los órganos u órdenes promoventes deben encontrar­

se expresamente mencionados en alguno de los incisos de la fracción I 

del artículo 105 constitucional o que éstos deben tener el carácter de órga­

nos originarios; posteriormente precisó que sólo puede aceptarse la legiti­

mación pasiva de un órgano derivado, si éste es autónomo de los sujetos 

que, siendo demandados, se enumeran en la fracción I del artículo 105 

constitucional, en virtud de lo cual, el Máximo Tribunal reconoció la legi­

timación pasiva de la Comisión Federal de Competencia Económica que 

sin bien se encuentra subordinada orgánicamente al titular de la Secreta­

ría de Economía, y a su vez este último se encuentra subordinado jerár­

quicamente al Presidente de la República, no guarda dependencia alguna 

en cuanto a su organización interna y, sobre todo, en cuanto a las determi­

naciones que emite.11

En adhesión a lo anterior, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

en 1997 estableció un precedente importante sobre la calidad del interés 

que debe satisfacer la parte actora, al distinguir entre dos tipos de intere­

ses, el primero de carácter colectivo y en razón del sujeto que los hacía 

valer, el cual correspondía al municipio de Valle de Bravo y, otro de carác­

ter individual reconocido a los miembros de su Ayuntamiento en lo 

particular;12 en 1998 estableció que si bien es cierto que la fracción I del 

10	 Cossío Díaz, José Ramón, "las partes en las controversias constitucionales", Cuestiones 
Constitucionales, México, núm.16, enero-junio de 2007, pp. 89-135. Véase la ficha 103.
11	 COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA ECONÓMICA. TIENE LEGITIMACIÓN PA­
SIVA EN CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL, PUES EMITE RESOLUCIONES CON 
PLENA AUTONOMÍA, Semanario Judicial de la Federación, XIX, marzo 2004, Pleno, novena 
época, p. 1056. Controversia constitucional 1/2001. Véase ficha 16.
12	 CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. SI LA LEGISLATURA REVOCA EL MAN­
DATO DE UN PRESIDENTE MUNICIPAL SIN ESTAR ACREDITADO QUE INCURRIÓ 
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artículo 105 constitucional concede la acción de controversia constitucio­

nal al Municipio y no al Ayuntamiento, se entiende que aquél actúa en el 

mundo real y jurídico a través de su órgano de gobierno y representación 

política, que es el Ayuntamiento según lo previsto en la fracción I del ar­

tículo 115 constitucional, por lo que reconoció su legitimación activa para 

interponer controversias constitucionales.13

Otra cuestión relevante es la relativa a la legitimación de las delega­

ciones políticas del Distrito Federal para promover controversias;14 el 

Máximo Tribunal estableció que en virtud de que tienen autonomía de 

gestión presupuestal y en acciones de gobierno respecto de su ámbito 

territorial, no tienen una total subordinación respecto al jefe de gobierno, 

sino que constituyen un nivel de Gobierno, al contar con patrimonio y 

tener delimitado su ámbito de atribuciones en la ley, por mandato consti­

tucional; por lo que con fundamento en la fracción I, inciso K, del artículo 

105 constitucional, que hace alusión a las posibles controversias entre 

órganos de gobierno del Distrito Federal, el Tribunal considera que las 

delegaciones tienen legitimación activa; sin embargo, en opinión del Mi­

nistro Cossío, ésta es solamente para promover una controversia contra 

otros órganos de gobierno del Distrito Federal, pero no así para que éstas 

litiguen frente a otros órdenes de gobierno.

C lases de suspensión

Acorde a lo establecido en el artículo 14 de la Ley Reglamentaria de las 

Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución, la suspensión pue­

de ser:

•	 De oficio. Puede decretarse por el Ministro instructor respecto de 

los efectos y consecuencias del acto materia de la controversia cons­

titucional, atendiendo a las características particulares del caso.

EN LAS CAUSAS GRAVES PREVISTAS EN LA LEY LOCAL, INFRINGE EL ARTÍCULO 
115 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y PROCEDE DECLARAR LA INVALIDEZ DEL 
DECRETO RELATIVO (ESTADO DE MÉXICO). Semanario Judicial de la Federación, IX, abril 
de 1999, Pleno, novena época, p. 283. Controversia constitucional 32/1997. Véase ficha 2.
13	 CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. LOS AYUNTAMIENTOS TIENEN LEGI­
TIMACIÓN PARA PLANTEARLAS CON LOS OTROS ÓRGANOS ORIGINARIOS DEL 
ESTADO, Semanario Judicial de la Federación, XI, abril 2000, Pleno, novena época, p. 813. 
Controversia constitucional 25/1998. Véase ficha 6.
14	 CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. LAS DELEGACIONES DEL DISTRITO 
FEDERAL ESTÁN LEGITIMADAS PARA PROMOVERLAS, Semanario Judicial de la Federa­
ción, XVIII, diciembre 2005, Pleno, novena época, p. 887. Controversia constitucional 28/2002. 
Véase ficha 21.
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•	 A petición de parte. La puede solicitar expresamente cualquier 

parte o sujeto legitimado en la controversia constitucional.15

En ambos casos la suspensión deberá decretarse con base en los 

elementos proporcionados por las partes o recabados por el Ministro ins­

tructor para la mejor resolución del asunto.

C ausas de improcedencia de la suspensión  

en la controversia constitucional

•	 Contra actos consumados. En este caso se le reconocería a la medi­

da cautelar efectos restitutorios.

A este respecto, el más Alto Tribunal ha sostenido que de otorgar la 

suspensión en una controversia constitucional contra actos consumados, 

equivaldría a darle a ésta efectos restitutorios, que ni siquiera son pro­

pios de la sentencia de fondo, debido a que la finalidad de la medida 

cautelar es impedir la realización de ciertos actos, lo que lógicamente sólo 

puede evitarse cuando no se han materializado.16

Ejemplo de ello es la controversia constitucional interpuesta por el 

municipio de Miahuatlán de Porfirio Díaz, Oaxaca, contra el Poder Ejecu­

tivo del Estado y otras autoridades, en la que solicita la invalidez del 

acuerdo administrativo del 4 de marzo de 2002, por el cual la Secretaría 

de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca comunica que du­

rante el periodo de marzo a diciembre del ejercicio fiscal de 2002 serían 

efectuados descuentos quincenales de casi ochocientos mil pesos por 

concepto de compensación respecto del Tercer Ajuste Cuatrimestral del 

Ejercicio Fiscal del año 2001, en relación con los fondos municipales de 

participaciones y de fomento municipal.

El Alto Tribunal, a través del Ministro instructor, negó la suspensión 

del acto reclamado, por considerar que el oficio por el que se comunica 

un acuerdo administrativo para realizar un descuento quincenal por con­

15	 Artículo 14 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Véase ficha 52.
16	 Tesis aislada 2a. LXVII/2000. Registro 191523, cuyo rubro es CONTROVERSIAS CONS­
TITUCIONALES. NO PROCEDE EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN EN CON­
TRA DE ACTOS CONSUMADOS, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, Julio 
de 2000, Segunda Sala, novena época, p. 573. Recurso de reclamación 129/99, derivado del 
incidente de suspensión relativo a la controversia constitucional 4/99. Véase ficha 7.
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cepto de compensaciones constituye un acto consumado, debido a que 

éste se agotó con su emisión; y más aún, cuando se resuelve que en caso 

de concederse la suspensión se colocaría tanto a la Federación como a la 

entidad local en estado de contingencia económica, poniendo en peligro 

las instituciones fundamentales del orden jurídico mexicano.17

•	 Cuando la controversia se hubiera planteado sobre normas genera­

les. De acuerdo con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 

14 de la Ley Reglamentaria en comento.

En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha soste­

nido que si un reglamento reúne las características de generalidad, abs­

tracción e impersonalidad, y se hubiera impugnado en una controversia 

constitucional, es improcedente decretar la suspensión,18 sin que ello im­

plique la improcedencia de la suspensión de un acto de aplicación que 

tenga su fundamento en una norma general.

A propósito de lo anterior, podemos citar el caso del Municipio de 

Huajuapan de León, Oaxaca, donde el Ayuntamiento aprobó, en sesión 

de cabildo el Reglamento que crea la Comisión Municipal de Derechos Huma­

nos de Huajapan de León, Oaxaca, y en el que el Gobierno del Estado, a 

través del Procurador General de Justicia, promovió controversia consti­

tucional en contra del acto de aprobación del citado reglamento, así como 

la suspensión en la aplicación del ordenamiento con la finalidad de que 

no estuvieran en funciones las Comisiones de Derechos Humanos, na­

cional, estatal y municipal.

En consecuencia, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación resolvió improcedente la solicitud de suspensión, pues al ir 

en contra de lo dispuesto por la Ley Reglamentaria de la materia consi­

deró que cuando un reglamento reúne las mismas características de una 

norma general, es decir, abstracción, impersonalidad y generalidad, es 

improcedente concederla. Así mismo, se fijó precedente a través de tesis 

aislada.19

17	 Incidente de suspensión relativo a la controversia constitucional 37/2002. Véase ficha 
22.
18	 Tesis aislada 2a. CXVI/, Registro 191248, cuyo rubro es SUSPENSIÓN EN CONTRO­
VERSIAS CONSTITUCIONALES. ES IMPROCEDENTE TRATÁNDOSE DE REGLAMEN­
TOS, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XII, septiembre de 2000, Segunda Sala, 
novena época, p. 588. Recurso de reclamación 55/2000 derivado del incidente de suspensión 
relativo a la controversia constitucional 14/2000. Véase ficha 13.
19	 Idem.
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•	 El artículo 15 de la Ley Reglamentaria de la materia establece los 

supuestos en los que no podrá concederse la suspensión, cuando se 

ponga en peligro la seguridad nacional, es decir, las instituciones 

fundamentales del orden jurídico mexicano o se afecte gravemente 

a la sociedad en proporción mayor a los beneficios que pudiera obte­

ner el solicitante.

•	 Cuando se ponga en peligro la economía nacional. En atención a 

esta hipótesis, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha estable­

cido que la misma, dentro de su connotación de estructura, es un 

orden interior o régimen del Estado que regula y persigue la satis­

facción de las necesidades humanas de los gobernados, y que se 

identifica con la organización de las actividades económicas esta­

blecidas por el Estado mexicano conforme a los lineamientos de la 

Constitución Política; es decir, con los principios rectores del desa­

rrollo económico establecido en la Ley Fundamental en beneficio 

de todos sus gobernados, que es el fin último del Estado, por lo que 

se tendrá como actualizado este supuesto en el precepto invocado, si 

al concederse dicha suspensión se lesionaran intereses de la socie­

dad en general y no en forma particular a un determinado número 

de miembros.20

En alusión al tema de las instituciones fundamentales del orden ju­

rídico mexicano, es de mérito mencionar el juicio político instaurado en 

2004 en contra del gobernador constitucional del Estado de Morelos por 

la violación sistemática a las garantías individuales, el abandono injusti­

ficado de sus funciones y la incapacidad para continuar al frente de la 

gubernatura del Estado.

Este importante antecedente se registró cuando el jefe de la Policía 

Ministerial de Morelos fue detenido por agentes federales acusado de 

dar protección a narcotraficantes del cártel de Sinaloa, bajo las órdenes 

del mismo gobernador. En agosto de 2008, fue sentenciado a 33 años de 

prisión por cargos relacionados con el narcotráfico.

20	 SUSPENSIÓN EN CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. CONCEPTO DE 
'ECONOMÍA NACIONAL' PARA EFECTOS DE SU OTORGAMIENTO (INTERPRETA­
CIÓN DEL ARTÍCULO 15 DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I y II 
DEL ARTÍCULO 105 CONSTITUCIONAL), Semanario Judicial de la Federación, IX, junio de 
1999, Pleno, novena época, p. 660. Recurso de reclamación 62/98, en el incidente de suspen­
sión relativo a la controversia constitucional 35/97. Véase ficha 3 de este catálogo.
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Inmediatamente después de darse a conocer la noticia, la Barra de 

Abogados de Morelos promovió juicio político contra el gobernador, bajo 

veintiséis causales; la Comisión de Gobernación y el Gran Jurado del Con­

greso local del Estado determinaron que éste había incurrido en omisiones 

y faltas graves que implicaban la separación del cargo e inhabilitación.21

Bajo estas circunstancias, el gobernador del Estado de Morelos pre­

sentó una controversia constitucional ante la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación contra actos del Congreso Local de Morelos y del Tribunal 

Superior de Justicia, y solicitó la suspensión del juicio político y de los 

actos y efectos derivados de dicho procedimiento.

En consecuencia, el Alto Tribunal resolvió negar la suspensión res­

pecto a la interrupción del juicio político, por considerar a éste como una 

institución fundamental del orden jurídico nacional, que deriva de los 

principios básicos que definen la estructura política del Estado mexicano, 

y que tiende a proteger y hacer efectivas las disposiciones constituciona­

les previstas en el artículo 15 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I 

y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y en donde se establece que la medida cautelar será concedi­

da únicamente para paralizar los efectos y consecuencias que pudieran 

ocasionarse; esto es, la remoción, suspensión, arraigo, destitución o inha­

bilitación al cargo de gobernador, así como evitar cualquier responsabili­

dad política o penal que pudiera fincársele, estableciendo de esta manera 

que éste no pudiera ser suspendido, removido o destituido del cargo has­

ta que no fuera resuelto el fondo de la demanda de controversia constitucio­

nal; y dejó en libertad al Congreso de Morelos para ejercer sus facultades 

y dictar su resolución sobre el juicio político en contra del gobernador 

morelense.22

De lo anterior se advierte que el Ministro instructor no suspendió la 

sustanciación del procedimiento de juicio político, por tratarse de una 

21	 Periódico El Universal, Justino Miranda (corresponsal) "Estrada Cajigal rompe con el 
PAN. Se molesta porque dejaron sin candidatura a sus ex colaboradores", México, marzo de 
2009. Versión electrónica consultada el 21 de septiembre de 2009 a través de http://www.
eluniversal.com.mx/Estados/71112.html.
22	 SUSPENSIÓN EN CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL EN CONTRA DEL PROCE­
DIMIENTO DE JUICIO POLÍTICO. NO PROCEDE EL OTORGAMIENTO DE ÉSTA, TRA­
TÁNDOSE DE LA SUSTANCIACIÓN DE DICHO PROCEDIMIENTO, PERO SÍ RESPECTO 
DE SUS EFECTOS Y CONSECUENCIAS, Semanario Judicial de la Federación, XXI, Junio de 
2005, Primera Sala, novena época, p. 648. Recurso de reclamación 71/2005, derivado del inci­
dente de suspensión de la controversia constitucional 106/2004. Véase ficha 43 del presente 
catálogo.
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institución fundamental que define la estructura política del Estado mexi­

cano. La medida cautelar fue concedida a efecto de que no se ejecutara la 

resolución del Congreso local erigido en jurado de declaración, así como 

la resolución dictada por el Tribunal Superior de Justicia, constituido en 

jurado de sentencia, hasta que la Suprema Corte no se pronunciara sobre 

el fondo de la controversia constitucional. 

Con lo anterior se demostró la aplicación irrestricta de la justicia acor­

de con la norma constitucional, cuando se afecta gravemente a la sociedad 

en una proporción mayor a los beneficios que con ella pudiera obtener el 

solicitante.

En este sentido, destaca el criterio sustentado por la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, que establece que debe negarse la suspensión en 

las controversias constitucionales cuando se afecte la facultad del Minis­

terio Público Federal de perseguir los delitos y vigilar que los procesos 

penales se sigan con toda regularidad, porque en ello se vulnera gravemen­

te a la sociedad; razonamiento que fue sustentado al resolver la controver­

sia constitucional interpuesta por el entonces gobernador constitucional 

del Estado de Tabasco, quien había sido denunciado penalmente por su­

puestos delitos cometidos en tiempos de campaña electoral.

El Gobierno de Tabasco inició controversia constitucional en contra 

del Poder Ejecutivo de la Unión y del Procurador General de la República, 

por la supuesta invasión de jurisdicciones, relacionada con la investi­

gación que se realizaba sobre el monto del gasto de campaña del candidato 

electo.

El Gobierno tabasqueño fundamentó la controversia constitucional 

en diversos conceptos de invalidez, entre los que destaca que las entidades 

federativas tienen derecho de recibir una parte de las contribuciones que 

el Gobierno Federal recauda, y que cualquier disposición indebida de éstas 

afecta a la entidad, y no a la Federación, por lo que la Procuraduría Gene­

ral de la República no tiene atribución alguna para investigar el caso.

La demanda halló su fundamento en términos de la fracción I del 

artículo 105 de la Constitución Federal, haciendo referencia a las denun­

cias presentadas por el Partido de la Revolución Democrática en contra 

del gobernador de Tabasco ante la Procuraduría General de la República, 

la cual basaba su acusación en el Código Penal Federal y Código Federal 

de Procedimientos Penales. De modo que el argumento del Gobierno de 
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Tabasco se basó en lo dispuesto en el artículo 124 constitucional, el cual 

precisa los delitos que les corresponde investigar y perseguir en los Es­

tados, y señala que el Ministerio Público Federal sólo goza de una fa­

cultad investigadora y acusatoria limitada a los delitos y faltas contra la 

Federación.

El gobernador aseguró que al dar entrada a la denuncia, el Ministe­

rio Público Federal violó la autonomía del Estado de Tabasco e invadió el 

campo de acción y competencia de sus órganos y Tribunales locales, por 

lo que solicitó la invalidez de lo actuado y el cese de la investigación.

El escrito de controversia constitucional sostuvo que la Procuradu­

ría General de la República inició una averiguación en la que el gober­

nador tabasqueño aparece como presunto responsable de la comisión de 

delitos derivados del ejercicio de su cargo de gobernador, tales como defrau­

dación fiscal, destrucción de documentos, encubrimiento, peculado, fal­

sedad de declaración entre otros, violando los artículos 110 y 111 consti­

tucionales, del Título respectivo a responsabilidades de los servidores 

públicos.

Por lo que hace a la suspensión de las averiguaciones previas lle­

vadas a cabo por el Procurador General de la República en su carácter 

de titular del Ministerio Público Federal, el Alto Tribunal negó dicha 

medida cautelar y estableció precedente, al señalar que debe negarse 

ésta, siempre que en las controversias constitucionales pudiera afectar­

se la facultad del Ministerio Público Federal de investigar y perseguir 

los delitos, porque con ello se lesionaría la seguridad social y certeza jurí­

dica en la persecución del delito, afectando así el interés público de la 

colectividad.23

A efecto de concluir este breve estudio, es menester mencionar que 

el incidente de suspensión en las controversias constitucionales es fun­

damental para ejecutar eficazmente los fallos del Tribunal Constitucional 

a fin de no dejar sin materia la controversia, lo que haría imposible la 

ejecución de la resolución.

23	 "SUSPENSIÓN EN CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. DEBE NEGARSE 
CUANDO SE AFECTA LA FACULTAD DEL MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL DE PER­
SEGUIR LOS DELITOS Y VIGILAR QUE LOS PROCESOS PENALES SE SIGAN CON 
TODA REGULARIDAD PORQUE SE AFECTARÍA GRAVEMENTE A LA SOCIEDAD", 
Semanario Judicial de la Federación, II, octubre de 1995, Pleno, novena época, p. 164. Recurso 
de reclamación en el incidente de suspensión relativo a la controversia constitucional 11/95. 
Roberto Madrazo Pintado y otros. 14 de septiembre de 1995. Unanimidad de once votos. 
Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Véase ficha 1.
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La decisión del Tribunal Constitucional es la opción jurídica, aun 

cuando el carácter de la controversia sea político, y que queda plasmado 

en la sentencia y apegado siempre al derecho primario.

Todo esto contribuye al anhelo social de fortalecer el Estado de 

Derecho. Por tanto, para la comprensión y profundización del tema po­

nemos a su disposición el presente catálogo, el cual, de manera práctica y 

doctrinaria ilustra la riqueza del acervo archivístico, bibliohemerográfico 

y legislativo, que busca nutrir la información documental que sustenta la 

importancia y trascendencia del incidente de suspensión en la controver­

sia constitucional, mismo que garantiza la eficacia de las resoluciones 

jurisdiccionales del Tribunal Constitucional y con ello la estabilidad del 

Estado de Derecho.

Dirección General del Centro de Documentación y
Análisis, Archivos y Compilación de Leyes.

Investigación Jurídico-Documental
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Expedientes

Se niega la suspensión
1.	 No. EXP.: 11/1995

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 22/agosto/1995.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 26/marzo/1996.
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	 Controversia interpuesta por el Gobernador del Estado de Tabasco 

y otras autoridades del mismo Estado, contra el Poder Ejecutivo 

Federal y el Procurador General de la República, solicitando la 

invalidez de las averiguaciones previas DO/5057/95 y DO/5058/95 y 

diligencias practicadas contra el gobernador del Estado de Tabasco 

y otros, por supuestos ilícitos denunciados el 13 de junio de 1995 

por miembros del Partido de la Revolución Democrática, en relación 

con el proceso electoral para renovar a los titulares de los Poderes 

Ejecutivo, Legislativo y Ayuntamiento del Estado de Tabasco. 

	 SUSPENSIÓN: El 22 de agosto de 1995 se negó la suspensión so­

licitada, por considerar que podría afectarse la facultad del Ministe­

rio Público Federal de investigar y perseguir los delitos, lesionando 

con ello la seguridad social y certeza jurídica de la persecución del 

delito, afectando así el interés público de la colectividad.

	 SENTENCIA: Se sobresee respecto del gobernador y Procurador 

General de Justicia de acuerdo con la parte final del considerando 

quinto de la resolución. Se sobresee respecto de la expedición del 

Código Federal de Procedimientos Penales en términos del consi­

derando noveno de la misma. Se sobresee respecto del Presidente de 

la República, según el considerando décimo de la resolución. Es pro­

cedente la controversia constitucional interpuesta. Se declara la vali­

dez de los actos impugnados.
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2.	 No. EXP.: 32/1997

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 28/octubre/1997.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 22/febrero/1999.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

Valle de Bravo, Estado de México contra el gobernador del Es­

tado de México, solicitando la invalidez del Oficio del 7 de octubre 

de 1997, por el que se solicita a la LIII Legislatura del Estado de 

México la revocación del mandato conferido al presidente munici­

pal de Valle de Bravo, México; por violar los artículos 115, fracción I, 

último párrafo, y 133, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 25 de noviembre de 1997 se negó la suspensión 

del acto reclamado en virtud de que la determinación de iniciar el 

procedimiento a que se refiere el artículo 47 de la Ley Orgánica Mu­

nicipal, que culminó con el Decreto 37 de la Legislatura del Estado 

de México en ejercicio de sus atribuciones, constituye una cues­

tión de orden público en cuya resolución está interesada la socie­

dad. El 25 de noviembre de 1997 volvió a negarse la suspensión por 

considerarse que las circunstancias alegadas por la actora, no cam­

biaban o modificaban la situación jurídica por la que se negó la me­

dida cautelar. Finalmente el 20 de marzo de 1998 el Pleno negó la 

suspensión de los actos reclamados por considerar que se atentaría 

contra una de las instituciones fundamentales del orden jurídico 

mexicano, como es el Municipio Libre; toda vez que es una atribu­

ción de las Legislaturas locales la suspensión de los Ayuntamientos, 

así como revocar o suspender el mandato de sus miembros por 

causas graves.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es improcedente la acción de con­

troversia por lo que sobresee respecto del acto consistente en la 

solicitud de revocación presentada por el gobernador y Secretario 

General de Gobierno, ambos del Estado de México; es procedente 

la acción de controversia respecto del Decreto 37 de la Legislatura 

del Estado de México y sus actos de ejecución; son infundadas las 

excepciones hechas valer por los demandados. Se declara la invali­

dez del Decreto 37, expedido por la LIII Legislatura del Estado de 

México el 24 de octubre de 1997, publicado en la Gaceta del Gobierno 

del Estado de México, así como sus actos de ejecución y sus conse­

cuencias para los efectos precisados.
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3.	 No. EXP.: 35/1997 

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 11/diciembre/1997.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 26/octubre/2000.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

San Luis Río Colorado, Sonora contra el gobernador del Estado 

de Sonora, solicitando la invalidez del Convenio 10-1-019-97, del 

13 de octubre de 1997, que autoriza el proyecto de desarrollo Parque 

Industrial del Río Colorado en el territorio del municipio actor, pu­

blicado en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Sonora el 16 de 

octubre de 1997, por violar los artículos 14, 16, 27, párrafo tercero; 

115, fracciones II, IV y V, y 133 de la Constitución Política de los Es­

tados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 4 de marzo de 1998 se negó la suspensión de los 

actos reclamados debido a que la Constitución Federal establece 

como un principio el desarrollo económico nacional al alentar y 

proteger la actividad económica que realicen los particulares, ade­

más la economía nacional tiene como sustento, entre otros elementos, 

el concurso del sector público y privado para fomentar el crecimien­

to económico y el empleo, mismos que se verían afectados con la 

paralización del proyecto de desarrollo Parque Industrial del Río 

Colorado. El Ayuntamiento actor interpuso recurso de reclamación, 

que se declaró procedente y fundado, revocó el auto recurrido y se 

concedió la suspensión del acto reclamado.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la contro­

versia interpuesta. El secretario de gobierno del Estado de Sonora 

carece de legitimación para intervenir en la controversia. Se declara la 

invalidez del convenio reclamado.
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4.	 No. EXP.: 6/1998

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 26/febrero/1998.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 14/marzo/2000.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

Aljojuca, Estado de Puebla contra el Poder Legislativo del Estado 

de Puebla y el Poder Ejecutivo del mismo Estado, solicitando la 

invalidez de la Ley para el Federalismo Hacendario del Estado de 

Puebla, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Puebla el 28 

de enero de 1998; por violar los artículos 115, fracciones I, II y IV, 

inciso b); 116, 120, y 133 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 27 de febrero de 1998 se negó la suspensión de 

los actos reclamados por cuanto la ley que se reclama es material­

mente una norma de carácter general.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y parcialmente fundada 

la controversia interpuesta; los presidentes municipales de los Ayun­

tamientos de los municipios actores carecen de legitimación para 

promover la controversia constitucional. Se declara la invalidez de los 

artículos 13, 14, 44, 57, 73, 74, 75, 82, fracción II, y 97 de la Ley para el 

Federalismo Hacendario del Estado de Puebla, y de los actos de apli­

cación de dichas disposiciones en los términos precisados. Se reco­

noce la validez de las demás disposiciones de la ley impugnada. 
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5.	 No. EXP.: 7/1998

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 9/marzo/1998.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 26/octubre/2002.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

Río Bravo, Tamaulipas, contra el Congreso y Poder Ejecutivo del 

Estado Tamaulipas, solicitando la invalidez del Decreto 298, que 

reforma el artículo 51 de la Ley Estatal de Planeación, del Acuerdo 

por el que se da a conocer la Fórmula y Metodología para la Distri­

bución de los Recursos de Fondo para la Infraestructura Social Mu­

nicipal entre los Municipios del Estado de Tamaulipas, para el ejercicio 

fiscal de 1998, del 28 de enero de 1998, y del Reglamento para la 

Integración y Funcionamiento de los Consejos de Desarrollo para 
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el Bienestar Social, publicados en el Periódico Oficial del Estado de 

Tamaulipas el 31 de enero de 1998 los dos primeros, y el 1 de junio 

de 1996, el último; por violar los artículos 14, 31, fracción IV, y 115, 

fracciones I y IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 16 de marzo de 1998 se negó la suspensión res­

pecto al Acuerdo del 28 de enero de 1998, ya que materialmente 

constituye una norma de carácter general.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y parcialmente fun­

dada la controversia interpuesta. Se reconoce la validez del artículo 

51 de la Ley de Planeación del Estado de Tamaulipas. Se declara la 

invalidez de la fracción IV del artículo 9 del Reglamento para la Inte­

gración y Funcionamiento de los Consejos de Desarrollo para el 

Bienestar Social. Se declara la invalidez de los actos de aplicación de 

las disposiciones impugnadas.
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6.	 No. EXP.: 25/1998

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 21/septiembre/1998.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 23/marzo/2000.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento de Xalapa, Vera­

cruz contra los Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado  

Veracruz, solicitando la invalidez de la respuesta negativa para 

municipalizar el tránsito y vialidad, contenida en oficio número 

SG-J2666/98, del 21 de agosto de 1998, así como de La Ley de 
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Tránsito y Transporte del Estado de Veracruz y su Reglamento, 

publicados en la Gaceta Oficial del Estado de Veracruz la número 8 

del 19 de enero de 1988 y la 141 del 24 de noviembre de 1998, 

respectivamente, por violar los artículos 115, fracción III, inciso h), 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: No se interpuso la suspensión del acto reclamado.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es improcedente la acción de contro­

versia constitucional que hace valer el Presidente del Ayuntamiento 

de Xalapa, Veracruz, en términos del considerando tercero de esta 

resolución. Es procedente la controversia planteada por el Síndico 

Único del Ayuntamiento actor. El Municipio actor probó su acción. 

Las autoridades demandadas no probaron sus excepciones y de­

fensas. Se declara la invalidez constitucional de la negativa del 

Gobierno del Estado de Veracruz, para municipalizar el servicio pú­

blico de tránsito en el Municipio de Xalapa, Veracruz; de la negativa 

del Gobierno del Estado de Veracruz, para transferir y hacer entrega 

material de los bienes muebles e inmuebles, parque vehicular, recur­

so presupuestal y personal con que actualmente se viene prestando 

el servicio público de tránsito en el Municipio de Xalapa, Veracruz, y 

de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Veracruz y su Regla­

mento por lo que toca a las disposiciones relativas que impidan la 

municipalización de la prestación de este servicio público en la ciu­

dad de Xalapa, Veracruz, con efectos exclusivamente entre las partes 

y para los efectos que se precisan. 
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7.	 No. EXP.: 4/1999

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 3/marzo/1999.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 11/febrero/2001.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de Tultepec, Estado 

de México, contra la LIII Legislatura del Estado de México y 

otras autoridades, solicitando la invalidez del proceso legislativo 

que, en términos del artículo 33 de la Ley de Asentamientos Huma­

nos del Estado de México, concluyó con la aprobación del Decreto 

98 que modifica el Plan del Centro de Población Estratégico de Tul­

titlán, Estado de México, publicado en la Gaceta Oficial del Estado 

de México el 13 de enero de 1999; por violar los artículos 14, 16, 115, 

fracciones I primer párrafo y V, y 120, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 20 de abril de 1999 negó la suspensión de los 

actos reclamados con el propósito de no violentar la suspensión 

decretada en los expedientes 20/98 y 26/98.

	 SENTENCIA: Se sobresee la controversia constitucional por no 

haberse agotado previamente la vía prevista para la solución al con­

flicto limítrofe.
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8.	 No. EXP.: 10/1999

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 14/junio/1999.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 13/febrero/2001.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio 

de Cosoleacaque, Estado de Veracruz, contra la LVIII Legislatu­

ra del Estado de Veracruz y otras autoridades, solicitando la inva­

lidez de la imposición de un interventor a la Tesorería Municipal 

de la ciudad de Cosoleacaque, comunicada mediante los oficios 

1763/05/999 y 1766/05/999, por violar los artículos 14, 16, 115 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 10 de septiembre de 1999 se negó la suspensión 

de los actos reclamados por tratarse de un caso consumado, ya que 

el 2 de junio de 1999 la Contaduría Mayor de Hacienda de la propia 

Legislatura del Estado de Veracruz ordenó retirar a todos los inter­

ventores de las tesorerías municipales del Estado.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es parcialmente procedente y fun­

dada la controversia interpuesta; sobresee respecto de los actos 

cuya invalidez se demandó a la Comisión de Gobierno, Comisión 

de Hacienda Municipal y jefe del Departamento de Auditoría Fi­

nanciera, todos de la LVIII Legislatura del Estado de Veracruz, por 

tratarse de actos emitidos por autoridades diversas a éstas. Se de­

clara la invalidez de los oficios impugnados, por no estar fundamen­

tado ni motivado el número 1763/05/999 y por derivarse de éste el 

1766/05/999.
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9.	 No. EXP.: 34/1999  

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 11/octubre/1999.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 1/marzo/2001.

	 Controversia interpuesta por el Estado de Coahuila de Zarago­

za contra el Pleno de la Cámara de Diputados del Congreso de 

la Unión y otras autoridades, solicitando la invalidez del Acuerdo 

del Pleno de la Cámara para constituir una comisión especial encar­

gada de vigilar que no se desvíen recursos federales en el proceso 

electoral del Estado de Coahuila, aprobada el 13 de septiembre 

de 1999 y publicado en la Gaceta Parlamentaria número 347 de 14 de 

septiembre de 1999, por violar los artículos 40, 41, primer párrafo; 

74, fracción V; 108; 109; 110; 111; 115; 116 y 124, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 14 de octubre de 1999 se negó la suspensión de 

los actos, toda vez que los artículos 74, fracción V, y 110, segundo 

párrafo, de la Constitución Federal otorgan facultades a la Cámara 

de Diputados, por lo que la concesión de la medida cautelar afecta­

ría dichas disposiciones del orden jurídico mexicano.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y parcialmente fun­

dada la acción de la demandante. Se declara la invalidez parcial del 

acuerdo que se reclama, así como de los actos realizados por la co­

misión mientras estuvo en funciones, en los términos y para los 

efectos precisados.
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10.	 No. EXP.: 2/2000 

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 10/enero/2000.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 30/octubre/2000.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

Zacoalco de Torres, Estado de Jalisco, contra el Congreso del Es­

tado de Jalisco y otras autoridades, solicitando la invalidez, entre 

otros, del Decreto 18060, el cual declara la desintegración del cabil­

do de Zacoalco de Torres, Jalisco, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 16 de diciembre de 1999, por violar los artículos 8, 14 16 

y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 12 de enero de 2000 se negó la suspensión de 

los actos reclamados, toda vez que el procedimiento encaminado 

a la suspensión o declaración de desaparición de los Ayuntamientos 

y la prosecución de aquél constituyen cuestiones fundamentales 

del orden jurídico mexicano en cuya resolución está interesada la 

sociedad.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la contro­

versia promovida. Se sobresee respecto de los actos impugnados del 

Director de Seguridad Pública del Estado de Jalisco. Carece de legi­

timación pasiva la comisión de diputados integrantes del Congreso 

del Estado de Jalisco designados para ejecutar el Decreto impug­

nado. Se declara la invalidez del Decreto 18060.
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11.	 No. EXP.: 8/2000

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 31/enero/2000.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 31/mayo/2001.

	 Controversia interpuesta por el Poder Ejecutivo del Estado de 

México contra el Poder Legislativo del Estado de México, solici­

tando la invalidez del Acuerdo aprobado por la LIII Legislatura del 

Estado de México, en sesión del Pleno del 3 de noviembre de 1999, 

por el que se tienen por presentadas las observaciones y objeciones 

formuladas por el gobernador del mismo Estado al decreto aproba­
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do por la Legislatura el 15 de octubre de 1999; por violar los artícu­

los 14, 16, 40, 41, 49, 115 y 116 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 2 de febrero de 2000 se negó la suspensión del 

acto reclamado por considerarse un acto consumado respecto de 

su aprobación, por haberse enviado al Ejecutivo del Estado para su 

promulgación y publicación; además de que el procedimiento de 

creación y modificación de leyes es de orden público por así pre­

verlo la Constitución Federal, en cuya resolución está interesada la 

sociedad. El 31 de octubre de 2000 se revocó la negativa y se con­

cedió la suspensión, ya que si bien es cierto que la sociedad está 

interesada en el proceso de creación y modificación de leyes, tam­

bién es de su interés que en la substanciación de dicho proce­

dimiento se acaten las disposiciones de la norma fundamental y el 

mecanismo de corresponsabilidad en la creación de leyes y salva­

guarda del principio de división de poderes como es el derecho de 

veto, cuya finalidad es impedir se aprueben leyes inconvenientes o 

con vicios constitucionales.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente, pero infundada 

la controversia interpuesta. Se declara la validez del acuerdo 

reclamado.
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12.	 No. EXP.: 9/2000 

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 4/febrero/2000.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 18/junio/2001.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio 

Nativitas, Tlaxcala, contra la Comisión Especial Instructora 

designada por el Congreso del Estado de Tlaxcala y otras auto­

ridades, solicitando la invalidez de todo lo actuado en el expediente 

parlamentario 49/99, así como en el 2/2000, relativo al procedimien­
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to de responsabilidad equiparado a juicio político, instruido en contra 

del presidente municipal constitucional del municipio actor; los De­

cretos 45 y 47 publicados en el Periódico Oficial del Estado de Tlaxcala 

el 23 de diciembre de 1999 y el 9 de febrero de 2000, respectivamente, 

por violar los artículos 14, 16, 21 y 115 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 8 de febrero de 2000 se negó la suspensión de 

los actos reclamados ya que el procedimiento de revocación del 

mandato de algunos miembros del Ayuntamiento es una facultad 

de las Legislaturas locales prevista en los lineamientos generales de 

la Constitución Federal, por lo que es una institución del orden jurí­

dico mexicano; además de ser una cuestión de orden público, en 

cuya resolución está interesada la sociedad. 

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la contro­

versia interpuesta. Se sobresee respecto de los actos atribuidos al 

Procurador General de Justicia del Estado de Tlaxcala. La comisión 

especial instructora del Estado de Tlaxcala carece de legitimación pa­

siva para intervenir. Se declara la invalidez de todo lo actuado en el 

expediente parlamentario que se impugna y del expediente 2/2000 

del índice del Tribunal Superior de Justicia, así como de los decretos 

45 y 47. Se requiere al Congreso del Estado de Tlaxcala para que en 

un plazo de 24 horas cumpla e informe en todos sus términos el 

fallo.
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13.	 No. EXP.: 14/2000  

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 20/marzo/2000.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 15/febrero/2001.

	 Controversia interpuesta por el Estado Libre y Soberano de 

Oaxaca, contra el Ayuntamiento Constitucional de Huajuapan 

de León, Oaxaca, solicitando la invalidez de la aprobación en se­

sión de cabildo del 18 de enero de 2000, del Reglamento que crea 

la Comisión Municipal de Derechos Humanos de Huajuapan de 

León, Oaxaca, y regula su actividad; el Reglamento Interno de la 

Comisión Municipal de Derechos Humanos de Huajuapan de León, 

Oaxaca, que fue publicado en el ejemplar número 10 del 4 de marzo 

de 2000 del Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Oaxaca; por 
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violar los artículos 16, 102, inciso b), y 115 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 24 de marzo de 2000 se negó la suspensión, por 

considerar que el reglamento combatido reviste la característica de 

generalidad propia de toda ley.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente la controversia inter­

puesta. Se declara la invalidez con efectos generales del reglamento 

impugnado.
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14.	 No. EXP.: 25/2000  

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 14/julio/2000.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 15/febrero/2001.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

Pinos, Estado de Zacatecas, contra la LVI Legislatura del Estado 

de Zacatecas, solicitando la invalidez de la resolución emitida en 

sesión ordinaria celebrada el 13 de junio, y en la cual se apercibe al 

municipio actor para que en un plazo de 15 días naturales a partir 

de notificada la resolución, acredite que han sido revocados los 
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acuerdos de cabildo, según acta del 17 de septiembre de 1998, por 

la que se nombraron al secretario del Ayuntamiento y al titular del 

Departamento de Desarrollo Económico y Social para la cabecera 

municipal, por violar los artículos 1o., 14, 16, 40, 41, 108, último pá­

rrafo; 109, fracción III, párrafos primero y segundo; 113, 115 y 116, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 14 de julio de 2000 se negó la suspensión del 

acto en virtud de que el procedimiento de aplicación de sanciones, 

en términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públi­

cos del Estado y Municipios del Estado, es facultad de la Legislatura 

Local, por lo que tanto dicho procedimiento como la prosecución de 

éste, incluyendo las consecuencias legales derivadas de la resolución 

dictada por la Legislatura constituyen una cuestión orden jurídico 

mexicano; además de ser una cuestión de orden público, en cuya 

resolución está interesada la sociedad. 

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente, pero infundada la 

controversia promovida. Se reconoce la validez de la resolución 

impugnada.
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15.	 No. EXP.: 37/2000

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 24/noviembre/2000.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 26/agosto/2002.

	 Controversia interpuesta por el Jefe de la Demarcación Territorial de 

Miguel Hidalgo del Distrito Federal, contra el Jefe de Gobierno del 

Distrito Federal, solicitando la invalidez del oficio OM/2376/2000 

del 20 de octubre de 2000, mediante el cual se informa que el Go­

bierno del Distrito Federal se hará cargo de la administración del 

Bosque de Chapultepec, por lo que ordena la entrega de todos los 

bienes materiales destinados a la operación del mismo; asimismo, 

del acuerdo, refrendo y publicación por el que se crea la Unidad de 
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Bosques Urbanos del Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial 

del Distrito Federal del 23 de septiembre de 1999, por violación de los 

artículos 16 y 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 14 de mayo de 2001 se negó la suspensión de 

los actos cuya invalidez se reclama, por considerar que se trata  

de actos consumados, toda vez que la entrega de los recursos ma­

teriales, humanos y financieros destinados a la operación del Bos­

que de Chapultepec fueron entregados al gobierno del Distrito 

Federal, según consta en acta del 26 de septiembre de 2000.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es parcialmente procedente, pero 

infundada la controversia promovida. Se sobresee respecto del acuer­

do por el que se crea la Unidad de Bosques Urbanos del Distrito 

Federal. Se reconoce la validez del oficio que se reclama.
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16.	 No. EXP.: 1/2001

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 12/enero/2001.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 6/enero/2004.

	 Controversia interpuesta por el Gobernador del Estado de Duran­

go, contra el Presidente de la República, al Secretario de Econo­

mía y a la Comisión Federal de Competencia Económica, solici­

tando la invalidez de la resolución acordada y votada en sesión el 

día 27 de agosto de 1998, en el expediente RA-21-98 relativa al re­

curso de reconsideración interpuesto por el Gobierno del Estado 

de Durango, resolución en la que se declara infundado el recurso de 

reconsideración interpuesto en contra de la dictada por esa misma 



La suspensión de la controversia constitucional a través del acervo documental de la SCJN

59

Comisión Federal de Competencia Económica, pronunciada en el 

expediente DE-12-97 de la Secretaría Ejecutiva, por la que en pri­

mera instancia se emite recomendación al Gobierno del Estado de 

Durango, en el sentido de abrogar el Decreto Administrativo que 

declara de interés público el control y erradicación de la influenza 

aviar en el Estado de Durango, y que además recomienda la deroga­

ción de los artículos 141 y 142 de la Ley de Fomento Ganadero. 

	 SUSPENSIÓN: El 19 de marzo de 2001 se negó la suspensión del 

artículo segundo del Decreto Administrativo impugnado por el Pre­

sidente de la República en la reconvención contra el Gobernador 

y Congreso del Estado de Durango. La negativa se debió a que el 

decreto impugnado se expidió por razones de seguridad pública, 

con el propósito de evitar que en las áreas de producción avícola se 

transmitiera la influenza aviar; lo que constituye una cuestión que 

puede afectar gravemente a la sociedad, por lo que se desestima el 

argumento del peticionario de que si no se concedía la suspensión 

se afectaría la economía nacional al permitir una barrera al comercio.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y parcialmente fun­

dada la controversia promovida. El secretario general de Gobierno 

del Estado de Durango carece de legitimación procesal para promo­

ver la controversia. Se sobresee en la reconvención promovida por el 

consejero jurídico del Ejecutivo Federal, en representación del Pre­

sidente de la República. Se declara la invalidez de los artículos 14 y 

15 de la Ley Federal de Competencia Económica y de la resolución 

del 27 de agosto de 1998, dictada por el Pleno de la Comisión 

Federal de Competencia Económica, en el expediente RA-21-98. 

Se declara la invalidez del procedimiento administrativo que se rea­

lizó en los términos de los artículos 14 y 15 de la Ley Federal de 

Competencia Económica. Se reconoce la validez del artículo 21 de la 

Ley Federal de Sanidad Animal.
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17.	 No. EXP.: 5/2001

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 6/marzo/2001.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 4/septiembre/2001.

	 Controversia interpuesta por el Jefe de Gobierno del Distrito 

Federal, contra el Poder Ejecutivo Federal y otras autoridades, 

solicitando la invalidez del decreto del 30 de enero de 2001, publi­

cado en el Diario Oficial de la Federación el 1 de febrero de 2001, por 

el que establece en el territorio nacional cuatro zonas de husos 

horarios, por violación a los artículos 14, 16, 49, 73, fracciones X y 

XVIII; 89, fracción I; 122, 124, 128 y 133, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 6 de abril de 2001 se negó la suspensión del acto 

reclamado por tratarse, desde el punto de vista material, de una nor­

ma general que rige en toda la República mexicana.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la contro­

versia promovida. Se declara la invalidez del decreto impugnado.



Suprema Corte de Justicia de la Nación

62

18.	 No. EXP.: 13/2001

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 23/mayo/2001.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 4/marzo/2003.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

Guadalajara del Estado de Jalisco, contra los Poderes Legislati­

vo y Ejecutivo del Estado de Jalisco, solicitando la invalidez del 

Decreto 18972, del 28 de febrero de 2001, que autoriza que la totali­

dad de los recursos económicos que se obtengan por la aplicación 

de la Ley para la Inscripción de Vehículos de Procedencia Extranjera, 

sean canalizados al fideicomiso que administrará el Fondo para el 

Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Présta­

mo y de Apoyo a sus Ahorradores, y que sean utilizados para el 
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pago de los ahorradores afectados por las cajas de ahorro, en los 

términos que establece la ley que crea el Fideicomiso que adminis­

trará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas 

de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores, por violación 

a los artículos 31, fracción IV; 115 y 133, de la Constitución Políti­

ca de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 4 de junio de 2001 se negó la suspensión de los 

actos reclamados por considerarse, sólo para efectos de esta suspen­

sión, que el decreto combatido, tomando en consideración el órgano 

que lo emitió, tiene características de una norma de carácter general.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente e infundada la contro­

versia promovida. Se deja intocada la Ley que crea el Fideicomiso 

que Administrará el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y 

Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores. 

Se declara la validez del decreto impugnado.
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19.	 No. EXP.: 34/2001

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 29/agosto/2001.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 6/septiembre/2002.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de Ocotepec, Estado 

de Chiapas, contra el Congreso de la Unión y otras autoridades, 

solicitando la invalidez del Decreto en virtud del cual se ordenó la 

promulgación y publicación de las reformas constitucionales en ma­

teria de derechos y cultura indígena, publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el 14 de agosto de 2001, por violar los artículos 1o., 

4o., 14, 16, 115, fracciones I, II, segundo y tercer párrafos, III, inciso 
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i), y V, incisos a), b) y c); 133 y 135, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 29 de agosto de 2001 se negó la suspensión, por 

haberse planteado respecto de una norma de carácter general.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es improcedente la controversia in­

terpuesta, por tratarse del procedimiento de reformas y adiciones 

a la Constitución, que establece el artículo 135 de la Constitución 

Federal, ya que el artículo 105 del mismo ordenamiento no prevé 

entre los sujetos que pueden ser parte en una controversia, al órga­

no reformador que lleva a cabo ese procedimiento, ni tampoco los 

actos que realiza, por lo que no pueden ser revisados por la Supre­

ma Corte de Justicia de la Nación.
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20.	 No. EXP.: 27/2002 

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 9/abril/2002.

FECHA DE RESOLUCIÓN:  

4/noviembre/2003.

	 Controversia interpuesta por la Delegación Venustiano Carranza 

del Distrito Federal, contra el Jefe de Gobierno del Distrito Fede­

ral, solicitando la invalidez del acuerdo por el que se expiden las 

Normas Generales en Materia de Comunicación Social para la 

Administración Pública del Distrito Federal, así como la aplicación 

del mismo, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, número 

17, del 13 de febrero de 2002, por violación de los artículos 6o., 7o., 
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14, 16, 49, 92, 122 y 133 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 11 de abril de 2002 se negó la suspensión del 

acto reclamado, debido a que el acuerdo impugnado materialmente 

constituye una norma general.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la contro­

versia promovida. Se declara la invalidez del acuerdo impugnado en 

todas aquellas porciones normativas que indica "Órganos Político-

Administrativos" y "Delegaciones", en los términos y para los efectos 

precisados. Se declara la invalidez del oficio DGCS/DD/437/2002, del 

14 de marzo de 2002, emitido por la Dirección General de Comuni­

cación Social, en términos del considerando décimo de la sentencia.
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21.	 No. EXP.: 28/2002

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 9/abril/2002.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 4/noviembre/2003.

	 Controversia interpuesta por la Delegación Benito Juárez del Dis­

trito Federal, contra el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, so­

licitando la invalidez del acuerdo por el que se expiden las Normas 

Generales en Materia de Comunicación Social para la Administra­

ción Pública del Distrito Federal, así como el artículo 38, fracciones 

I y III, del Reglamento Interior de la Administración Pública del Dis­

trito Federal, publicados en la Gaceta Oficial del Distrito Federal del 

13 de febrero de 2002 y 28 de diciembre de 2000, respectivamente, 

por violación a los artículos 6o., 14, 16, 49, 122 y 133 de la Constitu­

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 11 de abril de 2002 se negó la suspensión de los 

actos reclamados por considerar que el acuerdo que se reclama ma­

terialmente constituye una norma general.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y parcialmente funda­

da la controversia promovida. Se reconoce la validez del artículo 38, 

fracción III, del Reglamento impugnado. Se declara la invalidez del 

artículo 38, fracción I, del citado Reglamento, en la porción norma­

tiva que indica "Órganos Político-Administrativos", en los términos 

y para los efectos precisados; Se declara la invalidez del acuerdo 

impugnado en todas aquellas porciones normativas que indican 

"Órganos Político-Administrativos" y "Delegaciones", en los térmi­

nos y para los efectos precisados.
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22.	 No. EXP.: 37/2002

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 20/mayo/2002.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 5/diciembre/2003.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de Miahuatlán de Porfi­

rio Díaz, Estado de Oaxaca, contra el Poder Ejecutivo del Estado 

de Oaxaca y otras autoridades, solicitando la invalidez del Oficio 

SF/DI/PM/019/2002 del 4 de marzo de 2002, por el cual la Secretaría 

de Finanzas comunica que durante el periodo marzo a diciembre del 

ejercicio fiscal de 2002 serán efectuados descuentos quincenales por 

concepto de compensación respecto del Tercer Ajuste Cuatrimestral 
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del Ejercicio Fiscal del año 2001, por violación del artículo 115, frac­

ciones I, II y IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 20 de mayo de 2002 se negó la suspensión del 

acto reclamado, por considerar que dichos descuentos obedecen 

al ajuste de participaciones que realiza la Federación sobe el cálculo 

de la recaudación participable obtenida en el periodo correspon­

diente; por tanto, de concederse se colocaría tanto a la Federación 

como a la entidad local en estado de contingencia económica al 

obligarlos a cubrir el pago de participaciones cuyos montos pudie­

ran no resultar acordes con la recaudación participable obtenida, 

lo que tendría como consecuencia que se tuviera que disponer de 

recursos distintos a los mencionados, para cumplir con la obligación 

anotada, poniendo en peligro las instituciones fundamentales del 

orden jurídico mexicano contenidas en los artículos 74, fracción IV y 

126 de la Constitución Federal.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente, pero infundada la con­

troversia promovida. Se reconoce la validez del oficio impugnado.
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23.	 No. EXP.: 36/2003

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 25/abril/2003.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 4/noviembre/2003.

	 Controversia interpuesta por el Poder Ejecutivo Federal, contra 

la Cámara de Diputados y la Auditoría Superior de la Federa­

ción, solicitando la invalidez de los oficios AED/DGA/051/2003 y 

AED/DGA/052/2003, ambos del 7 de marzo de 2003, suscritos por 

el auditor especial de Desempeño de la Auditoría Superior de la 

Federación, dirigidos, respectivamente, al secretario ejecutivo del 

Instituto para la Protección del Ahorro Bancario y al Secretario de 
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Hacienda y Crédito Público; y los oficios AED/DGA/066/2003, 

AED/DGA/068/2003, AED/DGA/069/2003 y AED/DGA/070/2003, fe­

chados el 20 de marzo de 2003, suscritos por el auditor especial de 

Desempeño de la Auditoría Superior de la Federación, dirigidos 

respectivamente al Secretario de Hacienda y Crédito Público, al 

secretario ejecutivo del Instituto para la Protección del Ahorro Ban­

cario, al secretario de Hacienda y Crédito Público y al secretario 

ejecutivo del Instituto para la Protección del Ahorro Bancario, por 

violación de los artículos 14, 16, 40, 41, 49, 74, fracción IV; 79, 80, 89, 

fracción I; 90 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 25 de abril de 2003 se negó la suspensión de los 

actos reclamados por considerarse que los oficios impugnados se 

emitieron dentro del procedimiento de revisión de la cuenta pública 

correspondiente al año 2000, en ejercicio de la facultad de la Cáma­

ra de Diputados, que es de interés nacional por tratarse de operacio­

nes que vinculan deudas privadas que se convirtieron en deuda 

pública y, la concesión de la medida cautelar pudiera afectar la eco­

nomía nacional en proporción mayor a los beneficios obtenidos por 

la parte actora. El 15 de agosto de 2003, mediante recurso de recla­

mación interpuesto por la actora, se modificó la suspensión y se 

concedió para que no se realicen los descuentos, sustitución o dis­

minución de los pagarés derivados del programa de capitalización y 

compra de cartera de Banamex, S.A. por el FOBAPROA.

	 SENTENCIA: Se reconoce la validez de los oficios AED/DGA/051/ 

2003 y AED/DGA/052/2003. Se declara la invalidez de los oficios, 

AED/DGA/066/2003, AED/DGA/068/2003, AED/DGA/069/2003 

y AED/DGA/070/2003, para los efectos precisados.
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24.	 No. EXP.: 97/2003

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 21/octubre/2003.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 23/noviembre/2004.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de Panotla, Estado 

de Tlaxcala, contra el Congreso del Estado de Tlaxcala y otras 

autoridades, solicitando la invalidez entre otros ordenamientos, del 

Decreto 164, por el que se crea la Agencia Municipal de la colonia 

Santa Elena, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Tlaxcala el 

17 de agosto de 2001; el Decreto 21, publicado en el Periódico Oficial 

del Estado de Tlaxcala el 16 de octubre de 2002, por violación de los 
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artículos 14, 16, 39, 115 y 133 de la Constitución Política de los Esta­

dos Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 31 de octubre de 2003 se negó la suspensión 

de los actos reclamados por tratarse de un acto consumado. El 11 de 

febrero de 2004, vía recurso de reclamación, se modificó la resolu­

ción del incidente de suspensión, concediéndose la suspensión res­

pecto a los efectos del artículo 2o. del Decreto 21 que se reclamó.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y parcialmente fun­

dada la controversia promovida; sobresee por lo que hace a los 

Decretos 164 y 21, al oficio OFS/1198/2003 y a la suspensión y re­

tención de los recursos federales y estatales al municipio actor, así 

como del acto atribuido en la ampliación de demanda, al secretario 

de Gobierno del Estado de Tlaxcala, consistente en el refrendo del 

acuerdo que se reclama. Se declara la invalidez del Decreto 56 del 2 

de septiembre de 2003, publicado en el Periódico Oficial del Estado de 

Tlaxcala el 9 del mismo mes y año, para los efectos precisados. 

El Poder Legislativo del Estado de Tlaxcala deberá proceder en 

los términos especificados.
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25.	 No. EXP.: 24/2005

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 12/abril/2005.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 9/marzo/2006.

	 Controversia interpuesta por la Cámara de Diputados del Con­

greso de la Unión, contra la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal, solicitando la invalidez del Acuerdo por el que se estable­

cen las Reglas para el Ejercicio de las atribuciones que confiere a la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal el párrafo quinto del ar­
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tículo 111 constitucional; el Acuerdo de la Comisión de Gobierno 

por el que la Asamblea Legislativa del Distrito Federal se da por 

enterada de la aprobación por el Pleno de la Cámara de Diputados 

del Congreso de la Unión del dictamen de la sección instructora en 

el juicio de procedencia planteado por el Ministerio Público Federal 

en contra del jefe de Gobierno del Distrito Federal, notificado a la 

Cámara de Diputados, mediante oficio MTSPSA/CSP/0172/2005, 

el 7 de abril de 2005; el Acuerdo del 7 de abril de 2005, notificado 

a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, mediante ofi­

cio MTSPSA/CSP/0173/2005, publicado en la Gaceta Oficial del Dis­

trito Federal el 8 de abril de 2005, por violar los artículos 74, fracción 

V; 111 y 122, base primera de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 13 de abril de 2005 se negó la suspensión de los 

acuerdos emitidos por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 

para no dejar sin materia la controversia, cuya concesión conllevaría 

la ejecución plena de las resoluciones derivadas del ejercicio de la 

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. El 10 de junio de 

2005, mediante recurso de reclamación interpuesto por la actora, 

se revocó la negativa de la suspensión, por considerarse insuficiente 

el argumento anterior, toda vez que los actos emitidos por el órgano 

Legislativo Federal ya habían sido ejecutados, puesto que dicho pro­

cedimiento culminó con la notificación de la resolución del desa­

fuero del jefe de Gobierno del Distrito Federal.

	 SENTENCIA: Se resuelve parcialmente procedente y fundada la 

controversia promovida; sobresee respecto del acuerdo de la Comi­

sión de Gobierno por el que la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal se da por enterada de la aprobación por el Pleno de la Cá­

mara de Diputados del Congreso de la Unión, del dictamen de la 

sección instructora en el juicio de procedencia planteado por el Mi­

nisterio Público Federal en contra del jefe de Gobierno del Distrito 

Federal. Se sobresee respecto del Acuerdo del 7 de abril de 2005. 

Se declara la invalidez del acuerdo emitido por la Asamblea Legis­

lativa del Distrito Federal, mediante el cual estableció las Reglas 

para el ejercicio de las atribuciones que le confiere el párrafo quinto 

del artículo 111 de la Constitución Federal.
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26.	 No. EXP.: 110/2006  

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 12/junio/2006.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 8/febrero/2007.

	 Controversia interpuesta por el Poder Judicial del Estado de Que­

rétaro, contra el Poder Legislativo del Estado de Querétaro y 

otras autoridades, solicitando la invalidez de la nueva Ley Orgánica 

del Poder Judicial del Estado de Querétaro, que determina que la 

presidenta del Tribunal Superior de Justicia concluirá su encargo el 30 

de septiembre de 2008, aprobada por la LIV Legislatura del Estado, 

publicada en el Periódico Oficial del Estado de Querétaro "La Sombra 

de Arteaga" el 26 de mayo de 2006, por violación a los artículos 14, 
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17, 40, 41, primer párrafo; 49, primer párrafo; 116, fracción III, y 133, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 3 de octubre de 2006 se negó la suspensión del 

acto reclamado por tratarse de una norma de carácter general.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la contro­

versia promovida. Se declara la invalidez del artículo tercero transi­

torio de la ley impugnada.
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27.	 No. EXP.: 99/2008

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 19/agosto/2008.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 25/febrero/2009.

	 Controversia interpuesta por el Poder Legislativo del Estado de 

Tlaxcala, contra el Poder Judicial del Estado de Tlaxcala, solici­

tando la invalidez de los acuerdos de radicación, suspensión, tramita­

ción y desahogo en los juicios de protección constitucional números 

02, 03, 04, 05, 06 y 07 todos del año 2008, interpuestos por Magis­

trados del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tlaxcala, por 

violación de los artículos 14, 16, 116, fracción III, y 133, de la Cons­

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 20 de agosto de 2008 se negó la suspensión de 

los actos reclamados, en virtud de que ello implicaría darle efectos 

restitutorios, por tratarse de hechos consumados.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la contro­

versia promovida. Se declara la invalidez de los actos impugnados, 

en los términos del último considerando.
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28.	 No. EXP.: 1/199

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 21/febrero/1996.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 12/mayo/1998.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento de Río Bravo, Ta­

maulipas contra el Congreso y Poder Ejecutivo del Estado Tamau­

lipas, solicitando la invalidez del Decreto 319 por el que se expide la 

Ley del Servicio de Agua Potable y Alcantarillado del Estado de 

Tamaulipas, y el Decreto 408 por el que se expide la Ley de Ingresos 

para el Ejercicio Fiscal 1996, del municipio de Río Bravo, Tamaulipas, 

publicados en el Periódico Oficial del Estado de Tamaulipas el 7 de 

agosto de 1993 y el 20 de enero de 1996 respectivamente; por viola­
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ción del artículo 115, fracciones I, III, inciso a), y IV, de la Consti­

tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 3 de septiembre de 1996 se negó la suspensión 

solicitada, por tratarse de la impugnación de una norma de carácter 

general.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es parcialmente procedente, pero 

infundada la controversia constitucional promovida. Sobresee res­

pecto de la Ley del Servicio de Agua Potable y Alcantarillado del 

Estado de Tamaulipas, por no interponerse la demanda oportuna­

mente. El actor no probó su acción. La parte demandada probó sus 

defensas y excepciones. Se reconoce la validez de la Ley de Ingresos 

para el Ejercicio Fiscal 1996.
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Se otorga la suspensión

29.	 No. EXP.: 51/1996

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 12/septiembre/1996.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 29/enero/2001.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

Puebla, Puebla, contra el gobernador constitucional del Estado 

de Puebla y el Congreso del mismo Estado, solicitando la inva­

lidez del Decreto por el cual se reforma íntegramente el diverso 

Decreto de creación del SOAPAP, publicado en el Diario Oficial del 

Estado de Puebla el 27 de diciembre de 1994; así como el Decreto por 

el que se reformó la Ley de Agua y Saneamiento del Estado de 
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Puebla, al que se adicionan los artículos 96-A, 96-B y 96-C, publica­

do en el Diario Oficial del mismo Estado el 31 de julio de 1996; y 

el Decreto que autoriza al SOAPAP a contratar dos créditos con el 

Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C., publicado en 

el Diario Oficial del mismo Estado el 2 de agosto de 1996; por violar 

los artículos 115, fracciones II, III, inciso a) y IV, inciso c), 49 y 31, frac­

ción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 23 de septiembre de 1996 se concedió la sus­

pensión a fin de cesar la aplicación del decreto, por considerar que 

no se afecta gravemente a la sociedad, por no advertirse una extre­

ma urgencia en contratar los créditos, ni la paralización absoluta de 

las obras de beneficio colectivo. El gobernador del Estado interpuso 

recurso de reclamación, y el 7 de noviembre de 1996 se revocó el 

acuerdo anterior negando la suspensión, por considerar mayor el per­

juicio causado a la población del Municipio de Puebla y la zona me­

tropolitana de la misma ciudad, que el beneficio que pueda tener el 

solicitante.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es parcialmente procedente, pero 

infundada la controversia constitucional promovida. Sobresee res­

pecto de los actos y autoridades precisados en los consideran­

dos tercero y quinto. Declara la validez de todos y cada uno de los 

actos impugnados. 
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30.	 No. EXP.: 4/1998

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 23/febrero/1998.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 10/febrero/2000.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

Puebla, Estado de Puebla y otros municipios del mismo Estado 

contra el Poder Legislativo del Estado de Puebla y el Poder Eje­

cutivo del mismo Estado, solicitando la invalidez de la Ley para 

el Federalismo Hacendario del Estado de Puebla, publicada en el 

Periódico Oficial del Estado de Puebla el 28 de enero de 1998, por violar 

los artículos 115, fracciones I, II y IV, inciso b); 116, 120 y 133, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 2 de marzo de 1998, el Ministro instructor con­

cedió la suspensión de los actos reclamados. El 9 de junio de 1998, vía 

recurso de reclamación, se revocó el auto del incidente de suspen­

sión y se negó la suspensión contra la Ley para el Federalismo Ha­

cendario del Estado de Puebla y sus actos de aplicación.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y parcialmente funda­

da la controversia interpuesta. Los presidentes municipales de los 

Ayuntamientos de los municipios actores carecen de legitimación 

para promover la controversia constitucional. Se declara la invalidez de 

los artículos 13, 14, 44, 57, 73, 74, 75, 82, fracción II, y 97, de la Ley para 

el Federalismo Hacendario del Estado de Puebla, y de los actos de 

aplicación de dichas disposiciones en los términos precisados. Se re­

conoce la validez de las demás disposiciones de la ley impugnada.
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31.	 No. EXP.: 19/1998

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 10/julio/1998.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 2/octubre/2000.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

Tultepec, Estado de México, contra la LIII Legislatura del Estado 

de México y otras autoridades, solicitando la invalidez de diversos 

actos, consistentes, entre otros, en permitir por omisión la afecta­

ción de los límites territoriales del Municipio de Tultepec, Estado de 

México, por violar los artículos 14, 16, 115 y 120 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 3 de septiembre de 1998 se concedió la suspen­

sión solicitada de los actos reclamados a las autoridades demandas 
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a fin de mantener las cosas en el estado que guardan, para que no se 

procediera al cambio de uso de suelo agrícola a urbano e industrial, 

respecto de la zona del ejido de Santiago Teyahualco en conflicto.

	 SENTENCIA: Se sobresee la controversia interpuesta por no ha­

berse agotado previamente la vía prevista para la solución al conflic­

to limítrofe.



Suprema Corte de Justicia de la Nación

90

32.	 No. EXP.: 20/1998 

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 30/septiembre/1998.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 10/agosto/1999.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

Tultepec, Estado de México, contra el Gobernador del Estado 

de Veracruz y otras autoridades, por la que solicita la invalidez de la 

implementación por delegación del oficio del 28 de julio de 1998, 

por violar el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 30 de septiembre de 1998 se concedió la suspen­

sión del acto reclamado para que las cosas mantuvieran su estado 

hasta que se resolviera el conflicto limítrofe.
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	 SENTENCIA: Se sobresee la controversia interpuesta respecto de 

los actos que se reclaman del gobernador y secretario general de Go­

bierno, ambos del Estado de México. Se declara la nulidad del acto 

emitido por el director general de Gobernación y el presidente de la 

Comisión de Límites del Estado de México, consistente en la opi­

nión contenida en el oficio del 28 de julio de 1998. 
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33.	 No. EXP.: 22/1999 

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 10/agosto/1999.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 28/junio/2000.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento Constitucional de 

Fresnillo, Zacatecas, contra la LVI Legislatura del Estado de Zaca­

tecas, solicitando la invalidez de la resolución aprobada en sesión 

ordinaria del 29 de junio de 1999, y que fue notificada al Ayuntamien­

to mediante oficio 710, del 7 de julio de 1999, por la que dictamina 

sobre la correcta integración de los comités de participación social; 

con ello se violaron los artículos 14, 16 y 115 de la Constitución Polí­

tica de los Estados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 25 de agosto de 1999 se concedió la suspensión 

solicitada en contra de la resolución impugnada a fin de mantener 

las cosas en su estado y no se proceda a integrar los comités y el con­

sejo conforme al resultado de la primera convocatoria.

	 SENTENCIA: Se sobresee la controversia interpuesta, por haber 

cesado los efectos del acto impugnado.
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34.	 No. EXP.: 23/1999

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 16/agosto/1999.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 18/marzo/2003.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

La Huerta, Estado de Jalisco contra el Poder Ejecutivo del Estado 

de Jalisco y el Poder Legislativo del mismo Estado, solicitando la 

invalidez del Decreto 17931, por el cual fija el límite territorial entre 

los Municipios de La Huerta y Cihuatlán, ambos del Estado de Jalis­

co, en la zona en que confluyen con el Océano Pacífico, publicado 

en el Periódico Oficial del Estado de Jalisco el 15 de julio de 1999, 

por violar los artículos 41, 70, 71, fracción III; 72, inciso c), segundo 

párrafo, e inciso f); 73, fracciones IV y XXIX-C; 105, fracción I, inciso 
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i); 115, fracciones I, II, III, incisos a), c), e), f), g), h), i); IV, incisos a) y 

c), V, VI; 116, fracción VII; 121, fracción II; 124, 126, 133 y 135, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 22 de septiembre de 1999 se concedió la sus­

pensión solicitada para que las cosas se mantuvieran en su estado 

hasta resolverse la controversia interpuesta, por considerar que no 

se ponía en riesgo la seguridad y economía nacionales, ni se afecta­

ría gravemente a la sociedad.

SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y parcialmente fundada la 

acción de la demandante. Se declara la invalidez del decreto que se 

reclama para los efectos precisados.
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35.	 No. EXP.: 27/2000

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 3/agosto/2001.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 15/febrero/2001.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

Villanueva, Estado de Zacatecas, contra la LVI Legislatura del 

Estado Libre y soberano de Zacatecas y otras autoridades, solici­

tando la invalidez de la resolución emitida en la sesión ordinaria del 

15 de junio de 1999, por la cual apercibe al Ayuntamiento para que 

en el término de 15 días naturales revoque el acuerdo de cabildo 

número 71, por el que destituye al contralor municipal, y ordene su 

reinstalación, por violación de los artículos 1o., 14, 16, 40, 41, 108, 
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último párrafo; 109, fracción III, primer y segundo párrafos; 113, 115 

y 116, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 4 de agosto de 2000 se concedió la suspensión 

de los actos reclamados a fin de preservar la materia en la contro­

versia interpuesta, toda vez que no se considera que se cause un 

daño mayor a la sociedad con relación al beneficio que pueda obte­

ner el solicitante.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente la controversia pro­

movida. Se declara la invalidez de la resolución de la LVI Legislatura 

del Estado de Zacatecas.
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36.	 No. EXP.: 31/2000

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 29/septiembre/2000.

FECHA DE  RESOLUCIÓN: 4/junio/2001.

	 Controversia interpuesta por el Ayuntamiento del Municipio de 

General Escobedo, Estado de Nuevo León, contra el Congreso 

del Estado de Nuevo León y el Poder Ejecutivo del mismo Esta­

do, solicitando la invalidez del Decreto 349 del 14 de julio de 2000, 

por el cual se determinan los nuevos límites territoriales entre los 

municipios de General Escobedo y Monterrey, ambos del Estado de 

Nuevo León, publicado en el Periódico Oficial del Estado número 99, 

del 18 de agosto de 2000, así como el dictamen emitido por la Co­

misión de Gobernación y Organización Interna de los Poderes de la 
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LXVIII Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León y su Ga­

ceta, por violación de los artículos 14, segundo párrafo, y 16, primer 

párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 3 de octubre de 2000 se concedió de oficio la 

suspensión de los actos cuya invalidez se reclama, a fin de mantener 

las cosas en el estado en que se encuentran, por considerar que no 

se afecta la seguridad y economía nacionales ni las instituciones ju­

rídicas fundamentales del orden jurídico mexicano.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la contro­

versia promovida. Se declara la invalidez en los términos precisados, 

de la expedición, promulgación y publicación del Decreto 349, así 

como del dictamen relativo al mismo, emitido en igual fecha por 

la Comisión de Gobernación y Organización Interna de los Poderes 

de dicha Legislatura.
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37.	 No. EXP.: 35/2002

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 24/abril/2002.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 4/abril/2005.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de Mexicali, Estado de 

Baja California, contra el Poder Ejecutivo Federal y otras autori­

dades, solicitando la invalidez del Reglamento del Artículo 9o. de la 

Ley de Coordinación Fiscal en Materia de Registro de Obligaciones 

y Empréstitos de Entidades Federativas y Municipios, publicado en 

el Diario Oficial de la Federación el 7 de julio de 1982, así como las 

reformas publicadas en el mismo órgano oficial del 15 de diciembre 

de 1995 y de 15 de octubre de 2001, por violación de los artículos 
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14, 16, 89, fracción I; 115, fracción IV, inciso b); 117, fracción VIII; 

124, 126, 128 y 133, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 25 de abril de 2002 se concedió la suspensión de 

los actos reclamados para efectos de que no se descuente al muni­

cipio actor de sus participaciones federales con motivo de sus adeu­

dos con diferentes instituciones bancarias, hasta que se resolviera el 

fondo del asunto.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es parcialmente procedente la con­

troversia promovida. Se sobresee respecto de los artículos 1o. y 9o. 

del Reglamento del Artículo 9o. de la ley reclamada. Se sobresee 

respecto de la resolución, determinación o acuerdo por la que se 

autorizó dar trámite a la orden de afectación de participaciones 

federales que le correspondían al municipio actor; y de la omisión 

del Poder Legislativo del Estado, de rechazar el trámite iniciado por 

las autoridades federales de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú­

blico. Se reconoce la validez de los artículos 11 del Reglamento del 

Artículo 9o. de la Ley de Coordinación Fiscal en Materia de Registro 

de Obligaciones y Empréstitos de Entidades Federativas y Munici­

pios; de los transitorios décimo tercero, punto III, del Decreto de 

reformas al artículo 9o. de la misma Ley, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995, así como del 

segundo y tercero del Decreto de reformas del reglamento mencio­

nado, publicado en el mismo órgano oficial el 15 de octubre de 2001. 

Se declara la invalidez del procedimiento de pago de obligaciones 

contraídas por el municipio actor con afectación de las participacio­

nes federales que le correspondían, y de las órdenes de afectación 

de participaciones contenidas en los oficios 351-A-a-1a-I-0067 y 

351-A-a-1a-I-007, de los efectos y consecuencias de tales órdenes, 

y diversas participaciones de la Tesorería de la Federación.
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38.	 No. EXP.: 45/2002

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 6/agosto/2002.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 14/enero/2003.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de Tuxpan, Estado 

de Nayarit, contra el Poder Legislativo del Estado de Nayarit, 

solicitando la invalidez del Acuerdo Parlamentario 88, por el cual 

exige al presidente municipal que cumpla con el Contrato Colectivo 

de Trabajo y liquide los salarios y prestaciones a los trabajadores 

sindicalizados, por violación de los artículos 14, 16, 115, 116 y 123 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 6 de agosto de 2002 se concedió la suspensión 

del acto reclamado, a fin de mantener las cosas en el estado en que 
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se encuentran y por considerar que no se afecta la seguridad y eco­

nomía nacionales ni las instituciones jurídicas fundamentales del 

orden jurídico mexicano.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente la controversia pro­

movida. Se declara la invalidez del acuerdo impugnado.
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39.	 No. EXP.: 15/2003

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 14/febrero/2003.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 17/agosto/2004.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de San Luis Potosí, con­

tra el Congreso del Estado de San Luis Potosí y otras autoridades, 

solicitando la invalidez del Decreto 404, por el cual se crea el Muni­

cipio de Villa de Pozos, San Luis Potosí, publicado en el Periódico 

Oficial del Estado de San Luis Potosí el 17 de diciembre de 2002, por 

violación a los artículos 14, 16, 40, 105, 115, 116, 117, 118 y 133 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 



La suspensión de la controversia constitucional a través del acervo documental de la SCJN

105

	 SUSPENSIÓN: El 13 de agosto de 2003 se concedió la suspensión 

para el efecto de que no se ejecute ninguna de las disposiciones 

contenidas en el decreto impugnado y mantener las cosas en su 

estado mientras se resolvía el fondo de la controversia.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la contro­

versia promovida. Se declara la invalidez del decreto que se reclama.
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40.	 No. EXP.: 17/2003

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 21/febrero/2003.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 17/octubre/2003.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de Uruapan, Estado 

de Michoacán, contra la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú­

blico de la Federación y otras autoridades, en la que se solicita la 

invalidez del acuerdo contenido en el oficio 114-S-UCH-PCAJ-1-

A-a-0024, emitido por parte de la Unidad de Coordinación Hacen­

daria con entidades federativas, en la cual se deduce la suma de 

$20.014,702.04 en cuatro parcialidades por concepto de créditos 

fiscales derivados de cuotas obrero-patronales, publicado en el 

Periódico Oficial del Estado de Michoacán el 17 de diciembre de 2002, 
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por violación a los artículos 14, 16, 40, 105, 115, 116, 117, 118 y 133 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 21 de febrero de 2003 se concedió la suspensión 

para el efecto de mantener las cosas en su estado mientras se resolvía 

el fondo de la controversia. El 20 de junio de 2003, por vía de queja se 

declaró existente la violación de la autoridad federal al auto de sus­

pensión. Se le concedió un plazo de 10 días para reintegrar a la hacien­

da pública del Municipio de Uruapan las cantidades descontadas.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la contro­

versia promovida. Se declara la invalidez del decreto que se reclama.
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41.	 No. EXP.: 23/2003 

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 14/marzo/2003.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 15/marzo/2005.

	 Controversia interpuesta por el Estado de Chihuahua, contra el 

Poder Ejecutivo Federal, solicita la invalidez del oficio SCT.637.100. 

034/03 de 7 de marzo de 2003, por medio del cual el Director General 

del Centro de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en 

Chihuahua comunicó al Secretario de Comunicaciones y Obras Pú­

blicas del Gobierno del Estado de Chihuahua que la autopista Parral-

Jiménez dentro del territorio del Estado es de jurisdicción federal, y, 

en consecuencia, que esa entidad federativa se encuentra impedida 
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para realizar cobros por concepto de peaje, por lo que debe abstener­

se de hacerlo, con lo cual viola los artículos 40, 42, 73, 121, 124 y 132 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 27 de marzo de 2003 se concedió la suspensión 

de los actos reclamados a fin de conservar las cosas en su estado 

mientras se resolvía la controversia interpuesta. 

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente, pero infundada la con­

troversia promovida. Se sobresee respecto del artículo 5o. de la Ley 

General de Bienes Nacionales, en términos del considerando segundo 

de la resolución. Se reconoce la validez del oficio impugnado.
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42.	 No. EXP.: 67/2004

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 18/junio/2004.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 13/abril/2005.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de Benito Juárez, 

Estado de Quintana Roo, contra el Poder Legislativo del Estado 

de Quintana Roo y otras autoridades del mismo Estado, solici­

tando la invalidez, entre otros, de los juicios políticos que tienen como 

base las demandas acumuladas en contra de diversos integrantes 

del Ayuntamiento actor, dados a conocer mediante los oficios DAJ/

NE034/2004 y DAJ/NE035/2004, ambos del 11 de junio de 2004. 
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	 SUSPENSIÓN: El 18 de junio de 2004 se concedió la suspensión 

de los actos reclamados, atendiendo a la naturaleza de los actos que 

se reclaman y por considerar que no se causa un daño mayor a la 

sociedad con relación al beneficio que pueda obtener el solicitante.

 	 SENTENCIA: Se tiene por desistido en su perjuicio al municipio 

actor.
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43.	 No. EXP.: 106/2004

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 8/diciembre/2004.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 4/octubre/2005.

	 Controversia interpuesta por el Poder Ejecutivo del Estado de Mo­

relos, contra el Congreso del Estado de Morelos y otras autori­

dades, solicitando la invalidez, entre otros, del acta de jurado de 

declaración celebrada el 24 de octubre de 2004, notificada al actor el 

3 de noviembre de 2004, por la que se le suspende como goberna­

dor del Estado y se le pone a disposición del Tribunal Superior de 

Justicia del mismo Estado, con lo que se violan los artículos 14, 16, 

40, 108, 114, 116 y 133 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 10 de diciembre de 2004 se concedió la suspen­

sión para que no proceda la remoción, destitución o suspensión del 

Poder Ejecutivo del Estado, ya que su permanencia en el cargo cons­

tituye una cuestión fundamental del orden jurídico mexicano y para 

salvaguardar la materia de la controversia interpuesta.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es parcialmente procedente y parcial­

mente fundada la controversia constitucional promovida. Se sobresee 

en el juicio respecto de los actos y autoridades precisados en los 

considerandos segundo, tercero y décimo tercero de la resolución. 

Se declara la invalidez del punto resolutivo tercero de la resolu­

ción que se reclama del Pleno del Congreso del Estado de Morelos, 

erigido en jurado de declaración, en el procedimiento de juicio político 

seguido al gobernador de esa entidad, en los términos precisados.
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44.	 No. EXP.: 109/2004

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 22/diciembre/2004.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 17/mayo/2005.

	 Controversia interpuesta por el Poder Ejecutivo Federal, contra 

la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, solicitando la 

invalidez del acuerdo de la mesa directiva de la LIX Legislatura del 

14 de diciembre de 2004, el Decreto de Presupuesto de Egresos de 

la Federación para el Ejercicio Fiscal 2005, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2004, por violar los ar­

tículos 26, 49, 70, 71, 72, 74, fracción IV; 80, 89, fracción I; 90, 126 y 

133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 22 de diciembre de 2004 se concedió la suspen­

sión para el exclusivo efecto de que no se realicen las transferencias 

ni en consecuencia se apliquen las partidas presupuestarias previs­

tas en el decreto impugnado, a fin de preservar la materia del juicio.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la contro­

versia constitucional promovida. Se declara la invalidez del acuerdo 

reclamado, así como la nulidad parcial del Presupuesto de Egresos de 

la Federación para el año de 2005, para los efectos que se precisan.
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45.	 No. EXP.: 4/2005

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 26/enero/2005.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 13/octubre/2005.

	 Controversia interpuesta por el Poder Judicial del Estado de Tlaxca­

la, contra el Poder Legislativo del Estado de Tlaxcala, solicitan­

do la invalidez de la convocatoria para elegir a once Magistrados 

Propietarios y a tres Magistrados Supernumerarios, y sus respecti­

vos suplentes, para integrar el Pleno del Tribunal Superior de Jus­

ticia del Estado de Tlaxcala, durante el período del 1 de febrero de 

2005 al último día de enero de 2011, publicada en el Periódico Oficial 

del Estado de Tlaxcala, del 9 de diciembre de 2004, así como todos los 

actos derivados de la emisión de la citada convocatoria, llevados a 
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cabo por el Congreso del Estado de Tlaxcala, por violar los artículos 

17, párrafo tercero; 41, primer párrafo; 49 y 116, fracción III; de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 28 de enero de 2005 se concedió la suspensión 

de los actos reclamados para que el actor lleve a cabo todos los 

actos de carácter procedimental que le facultan las normas jurídicas 

correspondientes para la designación de los Magistrados del Tribu­

nal Superior de Justicia del Estado de Tlaxcala, sin poder ejecutar 

resolución alguna que afecte la actual integración del órgano juris­

diccional de referencia; de este modo se conserva la materia de la 

controversia interpuesta.

	 SENTENCIA: Es procedente y fundada la controversia constitucio­

nal. Se declara la invalidez del dictamen emitido por el Congreso 

local en sesión extraordinaria del 29 de enero de 2005, en el que 

determinó no ratificar a siete Magistrados del Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Tlaxcala. Se declara la invalidez de la convoca­

toria impugnada, así como su modificación, publicada el 26 de ene­

ro de 2005 en el Periódico Oficial del Estado de Tlaxcala. Se declara la 

invalidez de la designación de Magistrados realizada por el Congre­

so local, para integrar el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Tlaxcala, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 2 de 

febrero de 2005. Se declara la invalidez del Decreto 2, por el que se 

deroga el punto de acuerdo que emitió la fe de erratas publicada el 

12 de enero de 2002 en el Periódico Oficial del Estado, relativa al De­

creto 157, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 

de Tlaxcala.



Suprema Corte de Justicia de la Nación

118

46.	 No. EXP.: 10/2005

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 10/febrero/2005.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 8/diciembre/2000.

	 Controversia interpuesta por el Poder Judicial del Estado de 

Baja California, contra el Poder Ejecutivo del Estado de Baja 

California y el Congreso del mismo Estado, solicitando la inva­

lidez de la alteración y/o modificación y sus consecuencias jurídi­

cas que llevó a cabo dentro del procedimiento para la elaboración 

del Proyecto de Presupuesto de Egresos para el Ejercicio Fiscal 2005, 

correspondiente al Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial 

del Estado de Baja California, reduciendo la cuantía establecida en 

el mismo, por violar los artículos 14, 16, 17 y 116, fracciones III, 
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segundo párrafo y IV, inciso c) de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 22 de marzo de 2005, en el escrito de amplia­

ción de demanda, se concedió la suspensión para que no se aplique 

al Tribunal de Justicia Electoral del Estado de Baja California el Pre­

supuesto de Egresos para el ejercicio fiscal de 2005, con objeto de no 

dejar sin materia el juicio.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es procedente y fundada la demanda 

de controversia constitucional. Se sobresee respecto del acto preci­

sado en el considerando décimo. Se reconoce la validez del artículo 

30 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado 

de Baja California, vigente en el año 2005. Se declara la invalidez del 

Presupuesto de Egresos del Estado de Baja California para el Ejercicio 

Fiscal 2005, publicado en el Periódico Oficial número 59, tomo CXI, 

del 31 de diciembre de 2005, en su artículo 4, relativo al Presupues­

to de Egresos del Poder Judicial de dicho Estado, específicamente en 

la parte correspondiente al Tribunal de Justicia Electoral. Se declara 

también la invalidez del acto impugnado en la ampliación de la de­

manda, consistente en el Dictamen 72 de la Comisión de Hacienda 

y Presupuesto, aprobado por el Pleno del Congreso de la entidad 

de referencia el 8 de febrero de 2005, publicado como Decreto 47 

mediante el cual se vuelve a aprobar el Presupuesto de Egresos del 

Tribunal de Justicia Electoral mencionado, para el Ejercicio Fiscal 

2005.
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47.	 No. EXP.: 106/2006

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 5/junio/2006.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 8/noviembre/2006.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de Matlapa, Estado 

de San Luis Potosí, contra el Poder Legislativo del Estado de San 

Luis Potosí, solicitando la invalidez del dictamen de desafuero emi­

tido por la Comisión Temporal Jurisdiccional del Congreso del Es­

tado de San Luis Potosí, aprobado el 31 de mayo de 2006, en lo que 

refiere a los artículos 29, 30, 32 y 35 de la Ley de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos del Estado y municipios de San Luis 
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Potosí, que regulan el procedimiento de desafuero, por violar los ar­

tículos 14, 16 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

	 SUSPENSIÓN: El 6 de junio de 2006 se concedió la suspensión a 

fin de mantener las cosas en su estado mientras se resolvía la con­

troversia interpuesta. El 10 de junio de 2006 se declaró procedente y 

fundado el recurso de queja. Se declara existente la violación a la 

suspensión del acto impugnado. Se concede un plazo de diez días 

hábiles a las autoridades demandadas y las demás que intervinieron 

en el acto de designación de un presidente municipal sustituto del 

Ayuntamiento actor, para dejar sin efectos dichos actos. Se determi­

na la responsabilidad de la autoridad demandada, así como de las 

que intervinieron en el acto de entrega-recepción de recursos públi­

cos del municipio demandante, pues, pese a haber tenido cono­

cimiento de la medida cautelar solicitada, ejecutaron un diverso 

efecto o consecuencia del dictamen impugnado, por lo que se orde­

na dar vista al Ministerio Público Federal, en los términos y para los 

efectos precisados en la parte final del considerando quinto de la 

resolución. Voto particular del Ministro José Ramón Cossío.

	 SENTENCIA: Se sobresee la controversia constitucional por care­

cer de interés legítimo el municipio actor y reclamar en esta vía la 

resolución que determina la separación del presidente municipal de 

su cargo, ya que las conductas que motivaron su separación no son 

relativas a la función de gobierno que desempeñaba.



Suprema Corte de Justicia de la Nación

122

48.	 No. EXP.: 134/2006

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 12/septiembre/2006.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 15/agosto/2007.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de Domingo Tehuan­

tepec, Estado de Oaxaca, contra la LIX Legislatura del Estado de 

Oaxaca y otras autoridades, solicitando la invalidez de la Ley Mu­

nicipal para el Estado de Oaxaca, artículo 87, publicada en el Perió­

dico Oficial del Estado de Oaxaca del 10 de enero de 2003, sobre el 

momento en que se dé inicio al procedimiento de desaparición de 

un Ayuntamiento, por violación a los artículos 14, 16 y 115, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 17 de octubre de 2006 se concedió la suspensión 

de los actos reclamados para que no se ejecute la suspensión o des­

titución de alguno de los integrantes del Ayuntamiento actor y con­

servar la materia de la controversia interpuesta.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es parcialmente procedente y funda­

da la controversia promovida. Se sobresee en la presente controversia 

en cuanto a los actos consistentes en el dictamen relativo a la desapa­

rición del Ayuntamiento del municipio actor. Se sobresee en cuanto al 

artículo 87 de la Ley Municipal que se reclama. Se declara la invalidez 

del oficio LIX/OF/217/2006 del 30 de agosto de 2006, suscrito por el 

presidente de la Comisión Permanente de Vigilancia de la Contaduría 

Mayor de Hacienda del Congreso del Estado, dirigido al secretario de 

finanzas de la entidad, en los términos del considerando sexto de la 

resolución. Se concede al Poder Legislativo del Estado de Oaxaca un 

plazo de 30 días hábiles contados a partir del día siguiente a aquel 

en que le sea notificado este fallo, para que dé cumplimiento a la eje­

cutoria, en los términos y para los efectos precisados
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49.	 No. EXP.: 47/2007

FONDO: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SECCIÓN: Pleno.

SERIE: Controversia constitucional.

FECHA DE INICIACIÓN: 20/junio/2007.

FECHA DE RESOLUCIÓN: 17/octubre/2007.

	 Controversia interpuesta por el Municipio de Santiago Juxtlahua­

ca, Estado de Oaxaca, contra el Poder Legislativo del Estado 

de Oaxaca y otras autoridades, solicitando, entre otros, la inva­

lidez del Decreto 435, de 23 de mayo de 2007, que deja insubsistente 

el nombramiento del presidente municipal suplente o interino, efec­

tuado por el Ayuntamiento, así como la declaración de presidente 

municipal, por lo que se violan los artículos 1o., 14, 16 y 115 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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	 SUSPENSIÓN: El 21 de junio de 2007 se concedió la suspensión 

de los actos reclamados debido a que no se advierte la posibilidad de 

causar un daño o perjuicio a la sociedad, para los efectos señalados.

	 SENTENCIA: Se resuelve que es parcialmente procedente y fun­

dada la controversia promovida. Se sobresee en lo que respecta a los 

actos consistentes en la retención y suspensión de todos los recur­

sos económicos públicos federales y estatales de los diversos progra­

mas que legalmente le corresponden al municipio actor. Se declara 

la invalidez del Decreto 435 en la porción y para los efectos precisados 

en los considerandos séptimo y octavo de la ejecutoria.
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Legislación

50.	 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos del 5 de 

febrero de 1917.

FUNDAMENTO: Artículo 105, primer párrafo; fracción I y párrafos último 

y penúltimo; última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

8 de diciembre de 2005. 

FUENTE: Cuadernillo	 K033

				    250.CPEUM

				    05/02/1917

VIGENCIA: Vigente.
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51.	 Constitución Federal de los Es­

tados Unidos Mexicanos del 5 

de febrero de 1857. 

FUNDAMENTO: Artículo 50.
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